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SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir al señor Diputado Cánepa, quien 
presentó el proyecto de ley relativo a licencias especiales, a estudio de esta Comisión. Luego de presentado el 
proyecto, esta Comisión propuso modificaciones al texto original. Convocamos al señor Diputado Cánepa 
para saber si está de acuerdo con las propuestas de modificación. Por ese motivo, le informamos que 
teníamos previsto este mecanismo para el día de hoy y que la intención es votarlo en la próxima reunión 
ordinaria, dándole aprobación en general, con las modificaciones propuestas. 


Creo que el señor Diputado tiene las propuestas que se han hecho; algunas han circulado y otras fueron 
presentadas a los distintos colegas. 


SEÑOR CÁNEPA.- Muchas gracias, señora Presidenta, y agradezco nuevamente a la Comisión. 


Hace un rato revisamos la versión taquigráfica de nuestra comparecencia a la Comisión el día 12 de junio de 
2007, cuando hicimos la presentación del proyecto, y nuevamente agradecemos que una Comisión tan 
importante de esta Casa nos reciba para tener la cortesía de considerar nuestra opinión respecto a algunas de 
las modificaciones planteadas al proyecto original. 


Hemos tenido la oportunidad de conversar con algunos de las colegas y de los colegas que han planteado 
modificaciones. A continuación, haré los comentarios al respecto, aunque si se revisa la versión taquigráfica 
de la sesión del 12 de junio, se advertirá que allí habíamos adelantado algunas de las opiniones en cuanto a 
por qué se había optado por algunas cuestiones en el proyecto de ley. 


Con respecto a las modificaciones propuestas al artículo 1%, quiero decir que el agregado del último inciso - 
voy a empezar por el final- me parece que está bien, pero si la Comisión lo permite, solo sugeriré un cambio, 
en defensa de mi colega Orrico, quien tanto insiste en esto en la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración. Sugiero que el último inciso del artículo 1” establezca: "La fecha para 
el goce de las mismas será de libre disponibilidad del trabajador dentro de las previsiones que señala esta ley 
para cada caso", y no "la presente ley". Sé que parece un tema menor. Estamos de acuerdo con el concepto, 
pero si lo modificamos nos ahorraremos que el señor Diputado Orrico lo plantee en Sala, por razones que ha 
explicitado el colega en muchas oportunidades. Comparto el concepto de que el último inciso establezca, 
como un principio general, porque así lo determina el ámbito de aplicación: "La fecha para el goce de las 
mismas será de libre disponibilidad del trabajador dentro de las previsiones que señala esta ley para cada 
caso". Es un simple cambio de redacción. Sé que en este Parlamento, desde hace bastante tiempo, se utiliza 
mucho como parte de la técnica legislativa la expresión "la presente ley", pero en las oportunidades que 
tenemos planteamos nuestra disconformidad, porque no es correcto desde el punto de vista técnico establecer 
"la presente ley". Por ese motivo, solicitamos que se realice esta modificación, que es un simple cambio de 
palabras. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, el último inciso del artículo 1” establecería: "La fecha para el 
goce de las mismas será de libre disponibilidad del trabajador sin perjuicio de las previsiones señaladas 
en esta ley para cada caso". 


SEÑOR CÁNEPA.- Disculpen, pero tengo un texto diferente. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si no me equivoco, se le acaba de entregar el nuevo texto. 


SEÑORA BIANCHI.- Tengo una duda: no sé si estamos trabajando sobre el mismo texto. Se trata del 
artículo 1” del Repartido N* 951. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se trata de la Carpeta N* 1737/2007, Repartido N” 951. 


Asimismo, tenemos otro documento al que haremos fotocopia y entregaremos a los integrantes de la 
Comisión. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Con respecto al artículo 2”, que refiere a licencias por estudio, compartimos el cambio que se 
realizó en cuanto a aumentar de tres a seis el máximo de días para ser utilizado por los trabajadores. 
Nos parece un buen cambio, ya que se da más libertad el trabajador para organizar su licencia 
especial. 


Por otra parte, el inciso segundo del artículo3” tiene como fin establecer la carga del trabajador a partir de sus 
derechos; la contraparte del derecho es generarle la obligación del cumplimiento de algunos aspectos. 
Comparto el fundamento expuesto por la señora Diputada que realizó estos cambios, ya que se consideraba 
una sanción exageradamente dura -en el buen sentido de la palabra- la que establecía el artículo original, 
decía que la no presentación de la documentación referida implicaba la pérdida del derecho a solicitar 
nuevamente ese tipo de licencia y habilitaba al empleador a descontar de los haberes mensuales del 
trabajador los días solicitados. De acuerdo con el cambio realizado, ahora el artículo establece que la 
reincidencia de esta omisión, dará derecho al empleador a considerarla como inasistencia sin previo aviso. 
Nosotros compartimos esa graduación porque nos parece que es mejor. 


SEÑORA PRESIDENTA.- O sea que en el primer artículo se cambiaría la expresión "la presente ley ", 
por "esta ley". 


SEÑOR CÁNEPA.- De acuerdo con algunas de las argumentaciones que expusimos el 12 de junio de 
este año, oportunidad en que presentamos el proyecto de ley, y comprendiendo y compartiendo el 
espíritu de la modificación planteada en el artículo, que dice que todos los trabajadores tienen derecho 
a licencias especiales, quiero recordar que en la actualidad los funcionarios públicos, es decir los 
trabajadores que están bajo un régimen de dependencia funcional y de carrera con el Estado, tienen 
reconocidas estas licencias especiales desde hace bastante tiempo, y están establecidas en diferentes 
leyes. La Ley original es la N* 17.292, y algunos de los temas tratados aquí han sido recogidos en la 
N* 17.930, que es la Ley de Presupuesto de este Período de Gobierno como, por ejemplo, en su 
artículo 27. También hay otros artículos referidos al tema en diferentes leyes de rendiciones de cuentas 
o presupuestos. Por lo tanto, creo que si establecemos en el 1” artículo de este proyecto que: "Todos los 
trabajadores tienen derecho a licencias especiales [...]', cuando se convierta en ley derogará las leyes 
anteriores, aunque este proyecto habla al principio de derechos mínimos para los trabajadores de la 
actividad privada. 


En aquella oportunidad, también compartí el cambio de no limitar la actividad privada a los afiliados al 
Banco de Previsión Social. Debo decir, por los argumentos que di el 12 de junio -y que he confirmado con el 
transcurrir del tiempo- que, por suerte, nuestro Gobierno ha incluido muchos de los universos que estaban 
fuera de la afiliación al Banco de Previsión Social, como las empleadas domésticas, que si bien estaban 
incluidas, ahora tienen un régimen de protección mucho mayor, o los trabajadores rurales que, inclusive, 
cuentan con un Consejo Superior de Salarios, que no solo les permite tener un laudo sino también un control 
a través del BPS. 


Por lo tanto, solicito a la Comisión -no para que se vote hoy; solo es una sugerencia a discutir- que se 
establezca que esta ley compete a todos los trabajadores de la actividad privada. No creo conveniente que se 
incluya a los trabajadores de la actividad pública porque ya tienen estos derechos garantizados por ley, por lo 
que votar una norma posterior sobre el mismo tema hará que se deroguen esos derechos. De esa manera 
vamos a tener un problema, porque esta iniciativa otorga menos derechos mínimos que los que hoy tienen los 
trabajadores de la actividad pública. Entonces, con esa alerta, solicito a la Comisión que se establezca esa 
diferencia en el artículo 1%. En mi opinión, ese artículo debería mantener la redacción original, que hacía 
referencia a todos los trabajadores de la actividad privada afiliados al Banco de Previsión Social. En caso de 
que se entienda que la referencia al BPS es restrictiva, solicito que se evalúe mantenerlo solo para la 
actividad privada, atendiendo a los argumentos que expuse. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, de acuerdo con la propuesta del señor Diputado Cánepa, el 
artículo 1” quedaría redactado de la siguiente manera: "Todos los trabajadores de la actividad privada 
afiliados al Banco de Previsión Social tendrán derecho a licencias especiales con goce de sueldo, que no 
serán descontadas del régimen general de licencias, de acuerdo a lo establecido en la presente ley.- Las 


licencias especiales contenidas en esta ley serán consideradas derechos mínimos de los trabajadores.- 
La fecha para el goce de las mismas será de libre disponibilidad del trabajador sin prejuicio de las 
previsiones que señala esta ley para cada caso". 


Entonces, pasaríamos a considerar el artículo 2”, al cual también hizo referencia el señor Diputado Cánepa. 
Este artículo dice: "Se establece una licencia especial de doce días por año civil, con un máximo de seis días 
por examen o prueba de revisión, evaluación o similares, que podrá ser utilizada por aquellos empleados que 
cursen estudios en Institutos de Enseñanza Secundaria Básica y Superior, Educación Técnico-Profesional, 
Enseñanza Universitaria, Formación Docente y otros de análoga naturaleza pública o privada habilitados por 
el Ministerio de Educación y Cultura" Lo dejaríamos así y después nosotros veríamos la aprobación. 


El artículo 3%, al que también se hizo referencia dice así: "Artículo 3”. (Documentación a presentar).- quienes 
hubieren gozado del beneficio establecido en el artículo anterior deberán acreditar ante el empleador haber 
rendido sus pruebas o exámenes, dentro del mes siguiente al último día de esta licencia, mediante la 
presentación de certificado expedido por el instituto en el cual cursen sus estudios.- La no presentación de la 
documentación referida en el inciso precedente implicará la pérdida del derecho a solicitar nuevamente esta 
licencia por el plazo de un año y habilitará a su empleador a descontar de los haberes mensuales los días 
solicitados". 


¿El señor Diputado Cánepa quiere realizar algún aporte? 


SEÑOR CÁNEPA.- Comparto los cambios que plantean por los argumentos que di en su momento y 
creo que mejoran al proyecto original. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por razones de tiempo y si los integrantes de la Comisión están de acuerdo, 
ya que el señor Diputado tiene las modificaciones propuestas a los artículos por esta asesora, le 
solicitamos manifieste cuáles comparte y cuáles no. De esta forma, podríamos contar con su opinión 
durante el momento de la discusión del proyecto. 


SEÑOR CÁNEPA.- En el artículo 4*, el cambio que se hace con respecto al proyecto original está en el 
final del primer inciso, al que se agrega algo que en nuestra opinión estaba implícito, pero nos parece 
correcto que se haga explícito: la excepcionalidad por un principio general de derecho, como las 
situaciones por razones de fuerza mayor o hechos fortuitos. 


En realidad, desde el punto de vista técnico no es necesario establecer la previsión en la ley, pero comparto 
que lo que abunda no daña y quiero dejar claro que si bien va a haber críticas en cuanto a que no es necesario 
explicitar desde el punto de vista técnico los principios generales de derecho que establecen excepciones a la 
aplicación de una norma, lamentablemente la experiencia indica que resulta conveniente, en aras de aclarar 
más el proyecto, porque la ley tiene su propia vida después que nace en el Parlamento nacional y es 
promulgada por el Poder Ejecutivo. De esta forma, servirá para que todos los trabajadores comprendan el 
alcance exacto, porque este no es un proyecto de juristas para juristas sino que será una ley para todos los 
trabajadores y los ciudadanos en general. 


Digo esto porque cuando hay una argumentación me gusta que quede claro que los legisladores somos 
conscientes de que, a veces, hay una sobreabundación no necesaria desde el punto de vista técnico pero sí 


para que la norma y su aplicación sean claras. 


Compartimos este cambio del artículo 4” y el del artículo 6”. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se refiere al de licencia por matrimonio. 
SEÑOR CÁNEPA.- Exacto. 


Me gustaría que en el artículo 4? se empleara una redacción similar a la del 6%, y voy a explicar por qué. 
articulo 4" y VOy 


Al artículo 4” se le agrega "Si razones ajenas al trabajador le impidieran cumplir con el preaviso en el plazo 
señalado, este deberá realizarse con la mayor antelación posible"; sin embargo, creo que es mejor la 


redacción que se utiliza en el artículo 6”, que dice: "Este plazo podrá reducirse cuando por razones de fuerza 
mayor [...]". En primer lugar, porque desde el punto de vista jurídico y técnico, fuerza mayor es un principio 
de excepción de todo el derecho; en cambio, "Razones ajenas" puede traer una discusión posterior a nivel de 
la aplicación de la norma. Por lo tanto, propongo que se mantenga el mismo texto que fue aportado por la 
modificación el artículo 6”. Debería decir: "Este plazo podrá reducirse cuando por razones de fuerza mayor 
fundamentadas por el trabajador, no pueda cumplirse con lo dispuesto en ese tiempo, el cual deberá realizarse 
con la mayor antelación posible". Estamos uniendo la redacción del artículo 6 y agregándole la necesidad de 
la fundamentación de la fuerza mayor por parte del trabajador. Nos parece que es una seguridad necesaria 
para el empleador. Cuando se establece un régimen general y excepciones en la norma, debe haber una carga 
en el trabajador de probar la excepción. De lo contrario, estamos generando una puerta que puede ser 
utilizada muchas veces para salvaguardar situaciones, cuando no debe ser así. 


Si bien todo el proyecto informa una protección mayor al trabajador, creemos que es justo generar alguna 
carga cuando uno genera más derechos o protege derechos que le dan una protección especial. En nuestra 
opinión, también se deben generar ámbitos de obligación para que el trabajador fundamente lo que considera 
fuerza mayor. Eso es necesario porque no todo es fuerza mayor. La señora Presidenta, con su vasta 
experiencia en el área laboral, debe saber que muchas veces ya está especificado. Depende de la rama de 
actividad qué se considera fuerza mayor. Por lo tanto, me parece correcto utilizar una forma genérica como 
"fuerza mayor". Cada sector de actividad sabe claramente qué es fuerza mayor en cada caso. No es lo mismo 
trabajar en una fábrica, en la actividad rural o en una oficina; para algunos casos fuerza mayor puede ser un 
paro o que se rompió el auto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Podría leer nuevamente el artículo 4? 


SEÑOR CÁNEPA.- Por supuesto. Diría: "Los trabajadores que utilicen la licencia especial prevista en 
el artículo 2” deberán realizar, sin excepción, un aviso al empleador del examen, prueba de revisión, 
evaluación o similar que realizará con un plazo mínimo de diez días hábiles". En el texto original decía 
"diez días hábiles" y aquí no dice "hábiles", lo cual significa un cambio muy importante. Sugiero 
mantener lo de los "diez días hábiles". 


Entonces, yo propongo redactar: "Este plazo podrá reducirse cuando por razones de fuerza mayor, 
fundamentadas por el trabajador, no pueda cumplirse lo dispuesto en ese tiempo, el cual deberá realizarse con 
la mayor antelación posible". Luego la propuesta no incorpora ningún cambio sobre el proyecto original. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el artículo 5”, relativo a la licencia por paternidad. 


SEÑOR CÁNEPA.- La redacción de este artículo dependerá de cómo quede el artículo 1. El proyecto 
de ley original establece: "[...] en ocasión del nacimiento de sus hijos, los padres que se encuentren 
comprendidos en el artículo 1” [...]", porque lo circunscribe a los trabajadores de la actividad privada 
afiliados al BPS. En el texto actual del artículo 5” no están circunscriptos. 


Es bueno recordar que los trabajadores públicos ya tienen diez días de licencia por paternidad. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Yo creo que aprobar o no el artículo 1? no cambia las cosas. Si aprobamos el 
artículo 1” con el contenido que planteaba el señor Diputado Cánepa, la ley va a cubrir la propuesta de 
la licencia por paternidad que se establece en el artículo 5”. 

SEÑOR CÁNEPA.- De acuerdo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el artículo 6. 


SEÑOR CÁNEPA.- Para el artículo 6”, propongo la misma redacción que dimos al artículo 4", es decir: 
"Este plazo podrá reducirse cuando por razones de fuerza mayor, fundamentadas por el trabajador, no 
pueda cumplirse con lo dispuesto en ese tiempo". Por los argumentos que ya expresé, prefiero esta 
redacción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el artículo 7”, relativo a la licencia por duelo. 


SEÑOR CÁNEPA.- Ahí hay una discusión jurídica que puedo compartir, pero como ya dije al 
comienzo, lo que abunda no daña. Aquí puedo ver que algunos artículos se modificaron para aclarar y 
que en otros artículos aplicaron la regla de eliminar todo lo que es sobreabundante, y tienen razón. Así 
fue que del artículo 7” del proyecto original se eliminó la frase "hijos adoptivos y padres adoptantes". 
El fundamento para eso es que son todos padres e hijos y que el legislador no debería distinguir. 


Yo lamento no compartir esto. En las normas que tenemos, el legislador distingue permanentemente porque 
son derechos de origen legal diferente. Las relaciones entre padres e hijos desde el punto de vista jurídico 
están reguladas por el Código Civil. Las obligaciones que tenemos con nuestros hijos no son solo morales y 
éticas a partir de nuestra educación y cultura, sino que emanan de una norma jurídica que obliga a la 
manutención y a darles educación. La Constitución de la República nos obliga a darles educación, protección 
moral y estabilidad a nuestros hijos. Esa es la razón formal por la cual uno tiene una obligación frente a sus 
hijos. De hecho, esa obligación, que es la patria potestad, cesa con la mayoría de edad, a los dieciocho años, 
excepto la obligación de la alimentación y de la vestimenta que continúa hasta los veintiún años. Entonces, si 
es lo mismo, creo que es mejor ampliar el concepto y dejar establecidos todos los casos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo estoy de acuerdo con el planteo de que tendríamos que empezar a incluir 
este tipo de situaciones. También pienso que quizás estas contemplaciones en la rama pública se 
entienden mucho más; en la rama privada, si la adopción está en trámite, quizás no den la licencia al 
trabajador hasta que reciba al niño o a la niña en adopción, u otra situación. Entonces, creo que 
podríamos seguir manteniendo el espíritu que venía del proyecto de ley original. 


En consideración el artículo 8*. 


SEÑOR CÁNEPA.- Aquí se hizo un cambio que mejora enormemente el proyecto de ley y que está en 
línea con su espíritu. Debo reconocer que este aspecto estaba mal solucionado. Este cambio no es 
menor e implica la eliminación del artículo 9” del proyecto original y su sumisión en el "nomen iuris" 
del artículo 8. 


Nosotros quisimos hacer esta norma de orden público. ¿Qué significa eso? Que no sea posible modificar por 
las partes lo allí establecido, salvo que sea a favor de los trabajadores. No se puede modificar el beneficio 
mínimo establecido como un derecho del trabajador. Es una norma de orden público porque el trabajador no 
puede renunciar a los derechos que le estamos dando a través de este proyecto de ley. Lo que puede hacer es 
mejorar el ejercicio de su derecho; lo que no puede hacer es renunciar a él. Cuando decimos que es de orden 
público es porque el mínimo que establece el proyecto de ley es irrenunciable y, por lo tanto, no pasible de 
negociación. 


Por eso creo que el cambio propuesto -eliminar el artículo 9” para incluirlo en el "nomen turis" del artículo 8, 
suprimiendo "(Disposiciones Generales)"- ha sido una muy buena solución. Cuando redactamos el proyecto 
de ley intentamos encontrar esta solución, pero no lo logramos. En nuestra opinión, este cambio es una muy 
inteligente solución, que nos permite resumir en un solo artículo el corazón del proyecto, la voluntad de 
legislador, en el sentido de que estas licencias no se pueden negociar hacia abajo, aunque sí hacia arriba. Por 
ejemplo, el trabajador no puede decir: "Como no me tomo los días de licencia por matrimonio y los trabajo, 
que me los paguen cuádruple o triple". Eso no se va a poder hacer; se los utiliza o no se los utiliza. 


Antes de irme, quiero agradecer que me hayan invitado. Las formas hacen a los contenidos. Siempre digo que 
uno no podría tener agua sin el vaso, y el vaso es la forma. Así que las formas son importantes para hacer las 
cosas. Quiero agradecerles porque no es costumbre en esta Casa citar a quien propone un proyecto de ley, si 
no es miembro de la Comisión, ni escuchar su opinión cuando se introducen cambios, ya que luego se pueden 
discutir en el pleno de la Cámara. 


Me parece que la Presidencia de esta Comisión tiene una práctica muy buena y nos ahorra trabajo al darnos 
un ámbito de intercambio y permitirnos dejar plasmado en la discusión de la Comisión e, inclusive, en la 
versión taquigráfica, los argumentos, lo que nos ahorrará el proceso. Agradezco enormemente a la Comisión 


y espero que pueda votarlo rápidamente a efectos de que sea aprobado por el pleno de la Cámara antes de fin 
de año. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esa es la intención. Con los aportes que ahora se han hecho, en las primeras 
reuniones ordinarias de la Comisión daremos aprobación a este proyecto. 


Como corresponde, luego veremos quién será el miembro informante; en principio, mocionaría para que 
fuera el señor Diputado Pozzi, pero lo hablaremos con él. 


(Se retira de Sala el señor Representante Cánepa) 


(Ingresa a Sala una delegación del Directorio de UTE) 


La Comisión da la bienvenida a delegación del Directorio de UTE, integrada por su 
Vicepresidente, ingeniero Pedro de Aurrecoechea, el Vocal, señor Gerardo Rey, la técnica en hardware 
Lucía Torres, el Tesorero del Parque de Vacaciones, contador Juan Carlos Herrera y el Secretario del 
Parque de Vacaciones, doctor Eduardo Escuder. 


La Comisión agradece la presencia de los miembros del Directorio de UTE y del equipo que la acompaña, a 
instancias de una convocatoria que les ha realizado esta Comisión. Los temas por los cuales los citamos son 
de vuestro conocimiento; les enviamos la versión taquigráfica que refiere a dos situaciones planteadas. 


Recibimos a dos delegaciones que vinieron a esta Comisión. Una de ellas consistía en los trabajadores 
tercerizados del Parque de Vacaciones de UTE, donde hay una fundación, por lo que a esta Comisión le 
interesa saber su contenido y funcionamiento. La otra delegación es de los fleteros de UTE. 


Para nosotros es importante conocer la situación de primera mano. Por ejemplo, los trabajadores tercerizados 
del Parque de Vacaciones de UTE hicieron planteos que hacen referencia a situaciones concretas de 
denuncias o de supuestas irregularidades en el pago de sus salarios por parte de algunas empresas 
contratadas. Desde la Presidencia solicitamos a la DINATRA la presencia de los trabajadores de estas 
empresas que dejaron claro algunas situaciones irregulares, pero según información que esperamos recibir en 
estos días, algunas de ellas se estarían regularizando a través de una nueva forma de contrato. 


Entonces, solicitamos nos den información sobre la situación de la Fundación del Parque de Vacaciones de 
UTE y que luego pasemos al tema de los fleteros. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- En primer lugar, pido disculpas en nombre del Presidente del 
Directorio, ingeniero Ruchanski, porque por razones de urgencia, de último momento, no pudo estar 
presente aquí, respondiendo a esta invitación de la Comisión. 


Si bien la invitación la recibió el Directorio de UTE, nos hemos permitido la libertad de traer con nosotros a 

los dos integrantes del Consejo de Administración del Parque de Vacaciones, que hoy por hoy es responsable 
de la gestión del Parque, el contador Herrera y el doctor Escuder, para analizar el primer tema vinculado con 
los trabajadores tercerizados del Parque de Vacaciones. 


Voy a dividir lo que quiero trasmitir en dos aspectos. En primer lugar, haré referencia a los aspectos generales 
de la Fundación, a lo que ha hecho y a su relacionamiento con los trabajadores. En segundo término, trataré 
de responder todos los cuestionamientos particulares que efectuaron los trabajadores y algún señor Diputado, 
según la versión taquigráfica que nos hicieron llegar correspondiente al trabajo anterior de la Comisión. 


En primer lugar, hablando en términos generales, el Parque de Vacaciones de UTE cumple sesenta años el 
próximo domingo. En estos sesenta años se estuvo manejando como una institución con cierta autonomía con 
relación a UTE y a ANTEL, ya que es de su propiedad, totalmente fuera de los cánones normales en cuanto a 
su tributación y forma de manejo desde el punto de vista del derecho. Esto sucedió hasta el año pasado, 
cuando luego de un largo proceso, UTE y ANTEL ceden la gestión del Parque de Vacaciones a una 
Fundación que crean especialmente a esos efectos, manteniendo UTE y ANTEL la propiedad de todos los 
bienes muebles e inmuebles, tanto de Minas como de Montevideo. Esta Fundación es meramente un 


administrador, un gestor de esos bienes, a los efectos de cumplir con la finalidad esencial del Parque, que es 
prestar el servicio de alojamiento para el buen goce de la licencia y del ocio de los trabajadores de UTE y de 
ANTEL. 


De esta manera, hemos podido arreglar todos los problemas legales y, sobre todo, tributarios que tenía el 
Parque hasta el momento, lo que fue materializado en un acuerdo con la Dirección General Impositiva que 
hicimos el año pasado, producto de lo cual se dejó saneada la situación del Parque hasta ese momento. De allí 
en más, la Fundación podrá cumplir con todas sus obligaciones desde el punto de vista tributario -con el IVA, 
con el impuesto a la renta, etcétera- con la autoridad del país correspondiente. 


Esta Fundación funciona, por supuesto, en el marco del derecho privado. Entonces, el relacionamiento con 
sus trabajadores, la aplicación de las normas laborales, se enmarca dentro de la legislación del derecho 
privado. Al ser así, tenemos libertad de contratación de trabajadores en forma directa o indirecta, a través de 


empresas que tercerizan servicios, o a través de la tercerización y de la contratación de servicios en su 
globalidad. 


A su vez, a esto hay que agregarle un hecho -que se mencionó en alguna intervención de la última sesión de 
la Comisión-, diría anómalo, y es que aproximadamente la mitad de las personas que hoy trabajan para la 
Fundación son funcionarios de UTE que, a su vez, eran empleados contratados por el Parque de Vacaciones 
en el pasado. Estos empleados, a través de una ley aprobada en 1997, pasaron a ser funcionarios públicos y a 
pertenecer a la plantilla de UTE. Por lo tanto, la mitad de los empleados del Parque de Vacaciones son 
funcionarios públicos que revistan en las plantillas de UTE. La otra mitad de las personas que trabajan en la 
Fundación son empleados contratados por empresas privadas que tercerizan servicios y proporcionan 
personal. 


¿Por qué al día de hoy ningún funcionario está en la planilla de la Fundación? Esto se debe a tres aspectos. 
Uno de ellos es que la Fundación, que empezó sus actividades el 4 de diciembre de 2006 -tiene menos de un 
año-, todavía no ha podido terminar de armar un esquema organizativo. Por lo tanto, no tiene un modelo de 
gestión o de funcionamiento. Entonces, se nos hace cuesta arriba contratar personal en forma directa, ya que 
no tenemos claro cuál será la forma organizativa, la descripción de tareas, la adscripción de cargos o los 
niveles remunerativos. 


Por otra parte, hemos arrastrado una serie de contratos que tenían algunas empresas tercerizadas que 
trabajaban con el viejo Parque de Vacaciones; nosotros asumimos dichos contratos, por lo que siguen 
teniendo vigencia. 


Por otro lado, la contratación de personal propio se hará mediante procesos de selección claros, objetivos y 
transparentes. Por esta razón -este es uno de los reclamos de los trabajadores de las empresas tercerizadas- no 
podemos garantizar que todas las personas que trabajan para las empresas tercerizadas en un futuro vayan a 
ser funcionarios de la Fundación. Esto se debe a que la selección se hará de forma abierta para que pueda 
competir el que esté más capacitado para desarrollar cada cargo. Obviamente, esto no quiere decir que en el 
futuro no se utilice el actual mecanismo, por medio del cual se dispone del personal de UTE y del de las 
empresas tercerizadas, que es la situación que se ha dado hasta la fecha y no sabemos cuándo podremos 
revertirla. 


También queremos dejar claro -en función de lo manifestado al principio- que como la Fundación funciona 
en el derecho privado, nos vamos a regular por esas reglas. Por lo tanto, los mecanismos que utilizará la 
Fundación para tomar personal serán asumidos a su total arbitrio, cumpliendo, obviamente, con las 
disposiciones legales y reglamentarias vigentes en el país. 


Por otra parte, uno de los planteos concretos que se hicieron en el seno de la Comisión refiere a la 
inseguridad que tienen los trabajadores y a la no percepción de algunos de los beneficios sociales que 
establece la ley, debido a que sus contratos se renuevan año a año. Al respecto quiero decir que anteriormente 
los contratos se hacían por períodos más cortos, por seis meses, y nosotros los estamos haciendo por períodos 
de un año, renovables por otro año más. Además, la Fundación, aplicando la ley de tercerizaciones, se ocupa 
de hacer un control estricto del cumplimiento de las normas laborales por parte de las empresas contratadas. 
Nosotros tenemos registros de todos los pagos, las retribuciones y del cumplimiento de las normas por parte 
de las empresas. Por lo tanto, podemos asegurar que al día de hoy -por supuesto que siempre hay un margen 
de error- se cumple estrictamente con todas las disposiciones vigentes y con los laudos que corresponden al 


sector de hotelería y afines, que es al que pertenece la Fundación. En ese sentido, se ha denunciado ante esta 
Comisión que algunas empresas no han pagado lo que corresponde. Al respecto podemos decir que en el 
pasado se detectaron irregularidades y las situaciones anómalas fueron canalizadas vía Dirección Nacional de 
Trabajo y la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social. En estos casos se obligó a las empresas a 
cumplir con las disposiciones vigentes y el Parque de Vacaciones no tuvo necesidad de responder con dichos 
pagos. Lo que sucedía era que muchas situaciones no eran denunciadas formalmente en los organismos de 
contralor correspondientes. Por lo tanto, si no se conocen las irregularidades, es imposible corregirlas. 


También se realizó un reclamo concreto con respecto a un cambio de grupo salarial, atendiendo a los distintos 
tipos de actividades que se realizan en el Parque de Vacaciones. En este, actualmente disponemos de más de 
ciento sesenta habitaciones, con sus correspondientes baños y demás comodidades. Por tanto, como se 
podrán imaginar, se trata de un complejo en el que las tareas de mantenimiento de, por ejemplo, cañerías, 
revestimiento o pintura son de una envergadura muy grande. Eso hace que año a año se renueven 
habitaciones o se realicen arreglos de albañilería. Estas tareas son realizadas por el personal de 
mantenimiento. En el sector de hotelería están previstos los laudos para oficial de mantenimiento en distintas 
categorías. Cuando se hace un llamado a empresas para contratar personal de este tipo, se estipula que deben 
abonar los laudos correspondientes a dichas categorías salariales, lo cual es controlado. El problema se 
presenta porque a veces es difícil discernir cuándo una tarea de mantenimiento deja de serlo y se convierte en 
una obra nueva. Es claro que todas las obras de ampliación que se realizan en el Parque -cuando se hace 
algún local nuevo o dependencia- se encaran como una obra nueva y como tal hemos pagado los laudos 
correspondientes al sector de la construcción, de acuerdo con lo establecido en la Ley N* 14.411. Como dije, 
lo que sucede es que a veces la frontera entre lo que es mantenimiento y una obra nueva no es precisa. En ese 
sentido, mantuvimos reuniones con la Dirección Nacional de Trabajo para poder arbitrar dónde está el límite. 
De esta manera, el personal que realiza estrictamente tareas de mantenimiento va a seguir perteneciendo al 
grupo salarial 8, y quienes realizan obras nuevas van a aportar por el sector de la construcción. Como dije, se 
está abordando ese tema y hay un grupo paritario que está trabajando en la determinación precisa de esa 
frontera. 


Aquí hubo algún planteo por el que, realmente, diría que nos sentimos agraviados. Se dijo que los 
trabajadores de las empresas tercerizadas son discriminados por los compañeros funcionarios de UTE del 
Parque de Vacaciones. Particularmente, se dijo que "Si ellos quieren hablar con la Dirección del Parque de 
Vacaciones, no les hablan y los maltratan". Quiero dejar expresa constancia de que todas las veces que 
cualquier trabajador, individual o colectivamente, ha intentado tener alguna conversación formal o informal, 
los integrantes del Consejo de Administración de la Fundación del Parque de Vacaciones los hemos atendido 
y dado las respuestas que correspondía. 


En particular, ellos dicen "Estos empleados quisieron hablar con una Directora, pero los menosprecian". 
Específicamente, esa Directora a la cual se refieren es la persona miembro del Consejo de Administración de 
la Fundación que más está en el Parque y que tiene una relación más abierta con todos los trabajadores. Por 
lo tanto, eso que se dijo me parece totalmente fuera de lugar. 


Lamento que no estuvieran presentes las personas que hicieron esas afirmaciones para poder decirles esto 
directamente. 


Las razones por las cuales los trabajadores están planteando la posibilidad de pasar a ser trabajadores de la 
Fundación en lugar de ser contratados por las empresas tercerizadas, es que dicen que "[...] la Fundación, 
paga a las empresas contratadas un buen sueldo por cada uno de nosotros. El problema es que no se nos 
traslada porque la empresa intermediaria se queda con la mitad de nuestro sueldo". Quiero dejar establecido 
que el mecanismo por el cual licitamos a las empresas que hacen las tercerizaciones es el siguiente. Nosotros 
establecemos que la empresa debe pagar, al menos, el laudo correspondiente a cada categoría, de acuerdo a 
los dictámenes del Consejo de Salarios correspondiente. Lo que pedimos a la empresa es que nos cotice un 
coeficiente por encima del laudo vigente, que es el simple numerito que nos permite hacer las comparaciones 
entre empresas. Como cuando establecemos el laudo definimos el salario nominal, encima de ese salario -está 
incluido en el coeficiente- viene el pago de licencias, aguinaldo, salario vacacional, aportaciones patronales, 
y algún sobrelaudo que la empresa quiera pagar al trabajador. La historia reciente nos está demostrando que 
estamos en el entorno del 1.8 aproximadamente. Si uno desglosa las sustancias que están metidas dentro de 
ese coeficiente -salario, licencia, etcétera- advertimos que el margen de utilidad neto que tienen las empresas 
está muy por debajo del 10%. De manera que hay un error conceptual: pensar que el coeficiente es todo 


margen de utilidad de la empresa. En realidad, en el coeficiente están enmascaradas todas esas aportaciones 
que la empresa hace por los trabajadores y el margen de utilidad es muy bajo. Por lo tanto, si se quisiera 
disponer de ese margen de utilidad a los efectos de una mejora salarial, encontraríamos que es un valor 
considerablemente menor al 10%. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANL- En primer lugar, pido disculpas por haber llegado tarde; 
obviamente, me hubiera gustado escuchar todo lo que se ha dicho con respecto al Parque de Vacaciones 
de UTE. 


Me gustaría saber qué evaluación hace el Directorio de UTE con respecto al funcionamiento, si la idea es 
mantener este sistema en el tiempo o si a futuro se piensa hacer algún procedimiento de mejora continua para 
solucionar algunos de los problemas que nos plantearon los funcionarios. Ellos sienten que a igual función 
hay diferente remuneración y que si fueran contratados directamente por UTE tendrían una situación salarial 
distinta a la que tienen siendo contratados por empresas contratadas para el funcionamiento del Parque. 


¿Ustedes entienden que el modelo de gestión que se está empleando en el Parque es el conveniente y el más 
ajustado o que en este momento es adecuado pero más adelante podría ser de algún otro tipo? 


SEÑOR SOUTO.- Quisiera saber en qué condiciones recibió el Parque el Directorio de UTE cuando 
tomó la administración, porque para obtener un buen remedio tenemos que hacer un buen diagnóstico. 


También quisiera saber por qué se implementó una Fundación, si había deudas con el Estado -y, en ese caso, 
a cuánto alcanzaban- qué política piensan llevar adelante en cuanto a los funcionarios y cuáles serán los 
controles de la tercerización. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo también quisiera saber por qué se utilizó la figura de la Fundación, qué 
es lo que encontró este nuevo Directorio y los efectos que hubo apenas asumió y al poco tiempo de estar 
instalada la Fundación, sobre todo en materia de contratación. Creo que quedó claro que cuando 
vinieron los trabajadores tenían una situación de irregularidad de larga data dentro de la colonia. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Al finalizar la sesión a la que concurrieron los trabajadores, además 
de invitar a UTE y a ANTEL a concurrir por este tema, habíamos quedado en enviar la versión 
taquigráfica al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para que nos informara, porque nos parecía 
bastante improbable que no se hubiera hecho una inspección en la que se hubiese constatado si había 
irregularidades con los distintos tipos de contrato. Quisiera saber si tenemos alguna respuesta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hablé personalmente con la DINATRA y supongo que en esta semana nos 
estarán enviando la información que solicitamos; ocurre que la versión taquigráfica no llegó en tiempo 
para que hubiese una inspección de trabajo, aunque los trabajadores habían manifestado que había 
estado la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social en la colonia. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- La situación del Parque de Vacaciones era irregular desde el punto 
de vista jurídico 


Básicamente, hay un punto legal de partida: las cartas orgánicas de UTE y de ANTEL no admiten los giros de 
hotelería, no se podía tener una actividad que permitiera emitir una factura que dijera "servicio de 
alojamiento" o "servicio de gastronomía". 


En función de ello, el Parque de Vacaciones preexistente a la Fundación no tenía existencia jurídica, era una 
entelequia que se manejaba sin ninguna validez jurídica. 


Muchos años antes, esta situación podía no ser preocupante, en la medida en que el Parque solo prestaba 
servicios a los funcionarios de UTE y de ANTEL. Era una época en la cual la sumatoria de los funcionarios 
de UTE y de ANTEL -o de la vieja UTE, antes de la escisión de ANTEL- alcanzaba un número tal que 
permitía tener plena ocupación de los servicios de alojamiento y de gastronomía del Parque, prácticamente 
todo el año. Era muy notorio que había funcionarios que pasaban años sin poder ir al Parque porque no tenían 


lugar. En la medida en que la cantidad de funcionarios de ambas empresas disminuyó, llegó un momento en 
que el Parque de Vacaciones quedó sobredimensionado con relación a la capacidad de absorción por parte de 
los funcionarios. Entonces, se comenzó con una política -que se arrastraba de años atrás- de hacer convenios, 
primero con instituciones públicas y luego privadas, para permitir el acceso a funcionarios de otro origen al 
uso de las instalaciones del Parque. Allí es cuando comienzan los problemas, porque en ese momento el 
Parque tendría que facturar sus servicios y no puede hacerlo porque no existe legalmente y porque es 
imposible que tenga un número de RUC. De ahí en más comienzan las presiones por parte de la Dirección 
General Impositiva a los efectos de regularizar esas situaciones que, cuando nosotros asumimos como 
miembros del Consejo Directivo del Parque, las autoridades anteriores nos trasmiten como uno de los 
problemas planteados y sin resolución. Me consta que, de todas maneras, se habían hecho tentativas de 
solucionar el problema durante las administraciones anteriores, pero nunca fue posible. 


Estudiamos veinte mil formas posibles a los efectos de cambiar esta situación. No voy a aburrir a los señores 
Diputados analizando las distintas posibilidades, pero al final, la más viable que encaramos conjuntamente 
con la DGI y con el Ministerio de Educación y Cultura, fue la de hacer una Fundación persona de derecho 
privado -que no tiene los bienes del Parque, que siguen siendo propiedad de UTE y de ANTEL, que los ceden 
en comodato a esta Fundación-, a los efectos de que cumpla con la finalidad de prestar servicios de 
alojamiento a los funcionarios de UTE y de ANTEL y a terceros, aparte de todos los otros giros 
complementarios, como elaborar productos porcinos, mantener un criadero de aves y una huerta, como 
actividades complementarias 


Esta Fundación es una persona de derecho y, por lo tanto, se puede inscribir en la DGI y sacar un número de 
RUC y, de ahí en más, facturar y cumplir con todos los requisitos formales. 


De todas formas, había una deuda generada en el pasado que había que arreglar. En ese sentido, llegamos a 
un acuerdo con la DGI, que analizó los cinco últimos años -de acuerdo con lo que establece la ley tributaria- 
y se estimó un valor de deuda generado en esos momentos -más recargos y multas- y previo al 
funcionamiento de la Fundación; UTE y ANTEL -los anteriores administradores directos del Parque de 
Vacaciones- pagan a la DGI $ 105:000.000. Eso fue la regularización de la deuda generada en los últimos 
diez años. Es decir que con eso se arregla toda la situación desde el punto de vista tributario. A su vez, 
legalmente estamos en condiciones de trabajar con normalidad. 


En cuanto a la Fundación -pido disculpas al señor Diputado Hackenbruch Legnani ya que al principio, 
cuando él no estaba presente, lo expliqué-, desde que empezó sus actividades, el 4 de diciembre de 2006, 
hasta la fecha, no ha podido armar un modelo organizativo propio, que esté en consonancia con sus objetivos 
estratégicos. Simplemente, hemos tomado el modelo con el que se estaba manejando la administración 
anterior del Parque de Vacaciones, pero eso es algo que no va a permanecer incambiado. En efecto, 
consultoría mediante, estamos tratando de encontrar un modelo que nos permita cumplir los objetivos 
estratégicos y que sea eficiente, económico, etcétera. Como consecuencia de la aplicación de ese modelo, 
vendrá la diferenciación entre las tareas cumplidas por el personal que hemos heredado del viejo Parque de 
Vacaciones, funcionarios de UTE, de acuerdo con la ley de 1997, por las del personal propio -no cerramos la 
banda para poder tener más en el futuro- y por las del personal tercerizado que, desde ya adelanto, siempre va 
a tener que existir porque las labores en el Parque de Vacaciones no son constantes a lo largo del año sino que 
tienen una fuerte zafralidad estacional e incluso semanal. De manera que no siempre la carga de trabajo y el 
requerimiento de personal son los mismos a lo largo del año. 


SEÑOR SOUTO.- A nuestro entender se ha contestado lo que habíamos preguntado en cuanto a por 
qué se había creado la Fundación, a cuánto ascendía la deuda de la administración anterior y a la 
política a seguir con las contrataciones de los funcionarios. En tal sentido, se nos respondió que se está 
tratando de diseñar una figura que contemple la problemática de la colonia. Por mi parte, quedo muy 
satisfecho. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- Quiero agregar otro aspecto con relación al quiebre que se produce 
con la aparición de la Fundación. 


En la medida en que el Parque de Vacaciones propende a prestar servicios de vacaciones a todos los 
funcionarios de UTE y de ANTEL, se comprende que el cobro que se hace a los funcionarios no es fijo, 
constante y con independencia de los niveles salariales de cada trabajador, sino que hay un mecanismo de 


tarifas por el que cada trabajador paga un porcentaje de su sueldo, con una cota mínima y una cota superior. 
Con esto se entiende que los funcionarios de bajos ingresos tienen una tarifa subsidiada. Tradicionalmente, 
ese subsidio provenía de UTE y de ANTEL, es decir que había una aportación a los efectos del mejor goce de 
las vacaciones de sus trabajadores. Ese subsidio se materializaba en tres partes. Una parte correspondía al 
pago de los sueldos del grupo de trabajadores, funcionarios públicos de UTE en el Parque. Eso lo repartían 
entre UTE y ANTEL. La segunda parte del subsidio consistía en entregar sin cargo energía eléctrica y 
servicios de telecomunicaciones y, la tercera parte, en dinero concreto que tradicionalmente salía de las arcas 
de UTE y de ANTEL. 


Cuando en la actual Administración nos hacemos cargo del Parque de Vacaciones, nos planteamos como 
objetivo estratégico disminuir al mínimo posible ese subsidio. Para eso hoy la Fundación está apuntando a 
dos aspectos: en primer lugar, a atacar los costos, es decir, a tratar de racionalizar y bajar los costos y, en 
segundo término, a incrementar la ocupación en el Parque de Vacaciones y la venta de los productos allí 
elaborados. Eso lo hemos logrado mediante el incremento de los convenios con públicos, con privados y con 
visitantes particulares que individualmente concurren al Parque, mediante campañas de difusión, cosa que 
hoy podemos hacer. Cuando no éramos una Fundación no podíamos hacerlo porque estábamos en una 
situación de competencia desleal con el servicio de hotelería existente en el país, ya que había una cantidad 
de tributos que no pagábamos. 


Esto ya lo hemos logrado: ya no hay aportes de UTE y de ANTEL en efectivo. 


A su vez, en la medida en que los funcionarios de UTE de mayor edad se están acogiendo a los beneficios 
jubilatorios -sobre todo ahora, en función del programa de retiro incentivado que implementamos en UTE el 
año pasado-, las tareas que desempeñaban las pasan a asumir trabajadores privados, a los que por supuesto 
paga la Fundación. La masa salarial aportada como subsidio por UTE y ANTEL está disminuyendo, con lo 
cual esperamos tener una situación económica, difícilmente equilibrada en los próximos años, pero tendiendo 
al equilibrio a mediano plazo. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANTI.- El ingeniero De Aurrecoechea me pedía disculpas, pero el que 
debería disculparse es quien habla por llegar tarde y por no haber escuchado la explicación en su 
momento. Quizás algunas de mis preguntas ya hayan sido contestadas. En ese sentido, no tengo 
inconveniente en que la información me sea enviada por escrito. 


Me gustaría saber qué cantidad de hectáreas tiene el Parque, qué cantidad de visitantes recibe al año, cuáles 
son sus picos estacionales, cuántas empresas tercerizadas tiene y con cuántos trabajadores cuentan, cuántos 
funcionarios de UTE y de ANTEL hoy están formando parte de esa plantilla de trabajadores -que, como se 
explicaba, es una forma de subsidio a la Fundación- y si se puede cuantificar en dinero el subsidio a la 
Fundación. 


SEÑOR HERRERA.- El Parque de Vacaciones hoy cuenta con 505 hectáreas. Tenemos un presupuesto 
para el año 2007 de 120.000 pasajeros-día; estas son noches de hotel; 120.000. Cuando asumimos en el 
año 2005 estábamos en 93.000 pasajeros-día. 


Las empresas contratadas son nueve en Minas y tres en Montevideo, que cuentan con un total de 263 
funcionarios. Los funcionarios de UTE son 171. 


El monto del subsidio este año estará aproximadamente en $ 70:000.000. El 90% de este total corresponde a 
salarios y el 10% a consumo de energía eléctrica y teléfonos. 


SEÑOR REY.- La primera tarea que desempeñamos fue ordenar jurídicamente el Parque de 
Vacaciones -lo que llevamos adelante los Directorios de UTE y de ANTEL- creando la Fundación. El 
objetivo era permitir una competencia leal, por las razones que fueron, a mi juicio, muy bien expuestas 
por el ingeniero De Aurrecoechea: no era justo que el Parque de Vacaciones no facturara toda la 
tributación que corresponde a los privados y compitiera con ellos. 


Si bien esa fue la tarea esencial de la Fundación, en realidad el ordenamiento jurídico fue de la mano de una 
definición que concebimos como una parte más de la reforma del Estado que tanto nos debemos. Nosotros 


queremos preservar el concepto de colonia de vacaciones que está expresado en que todos los trabajadores 
puedan disfrutar de las mismas instalaciones y de la misma calidad de servicio, pero aportando por su estadía 
en función de sus ingresos y no una tarifa fija. El concepto es que todos disfrutamos, pero unos aportan más 
que otros, y básicamente los que ganan más cubren los costos de los que ganan menos. Buena parte de los 
trabajadores concurren al Parque con tarifas que no llegan a cubrir los costos mínimos de los insumos básicos 
de su estadía. Esa, que fue la idea fundamental de creación del Parque, hace ya casi sesenta años, es la que 
queremos preservar. Ese modelo de colonia de vacaciones es el que queremos preservar, pero adaptado a 
otras circunstancias. 


Si bien en nuestro país hoy está muy extendido -y bienvenido sea- el concepto de promover la 
responsabilidad social empresarial -y este es un caso típico de grandes empresas que tienen para el bienestar 
de sus trabajadores una colonia de vacaciones-, quisimos preservar algunas cuestiones básicas. Me refiero a 
los derechos adquiridos de los trabajadores de UTE y de ANTEL en cuanto al disfrute de su colonia de 
vacaciones y los derechos de los trabajadores, que en 1994 fueron declarados funcionarios públicos a través 
de una ley. Estos son pilares de lo que estamos llevando adelante. El ordenamiento jurídico respetó estos dos 
pilares importantes porque hay toda una historia detrás que hay que reconocer. 


El Parque de Vacaciones funcionó siempre con el aporte de UTE, y de UTE y ANTEL cuando fue creada esta 
última, pero también hay una historia no cuantificada de horas y de aportes de trabajadores a la hora de la 
fundación del Parque de Vacaciones. Me refiero a la etapa de construcción, cuando los funcionarios 
dedicaron horas de trabajo para levantar los edificios y construir las plazas, y al aporte desinteresado de 
muchas instituciones, entre ellas la Asociación Pro Fomento -cuando llegamos a la administración, el 
relacionamiento con la Asociación Pro Fomento pasaba por un conflicto, pero nosotros logramos restablecer 
la relación- que permite, con un aporte extra de los trabajadores, fomentar beneficios en el Parque. 


Por supuesto, nuestro objetivo es tender al equilibrio. Digo "tender" porque no creemos en las políticas de 
choque ni en cortar abruptamente una conquista social que hace cincuenta años que se viene llevando 
adelante porque implique un gasto para el Estado. Tenemos un plan por el cual una parte de las personas que 
concurran al Parque pague tarifas no subsidiadas. En ese sentido, se está promoviendo que, aun en alta 
temporada, al menos el 20% de las plazas sea ocupado por personas provenientes de convenios con otras 
instituciones -algunas de funcionarios públicos, otras de otros colectivos; hay turismo social a través del BPS; 
así los jubilados concurren al Parque-, lo que nos permite tender al equilibrio de costos. Entonces, por un 
lado se trata de mejorar las tarifas y no es un tema menor que se haya recuperado sustancialmente la cantidad 
de visitantes del Parque año a año. Esto habla de que hay un modelo de gestión exitoso en términos de que 
aumenta la cantidad de gente que lo visita -no todos son funcionarios públicos-, con tarifas que van a permitir 
disminuir sensiblemente el déficit. 


Por otro lado, señalamos que más allá del tema puntual de los controles y del pago de los laudos, creo que 
quedó muy claro que van a coexistir por mucho tiempo al menos tres formas de prestar el servicio: la de los 
funcionarios públicos establecida por la ley de 1994, la de algunas contrataciones que vendrán a través de 
empresas tercerizadas y la de la Fundación, que tiene apenas algunos meses de funcionamiento, que tendrá un 
modelo de gestión, que seguramente recurrirá a la contratación directa con métodos transparentes de 
selección, como bien se aclaró aquí. Quiero dejar expresa constancia en la versión taquigráfica de que una 
vez terminado ese modelo de gestión, estarán previstos mecanismos de selección de personal, más allá de que 
funcione en el derecho privado. 


Entonces, como diría, coexistirán tres tipos de trabajadores que prestan servicios. Con la apertura al sector 
privado estamos permitiendo que paulatinamente el Estado aporte cada vez menos. Esto se viene logrando 
con mucho sacrificio, pero no se puede cambiar una situación de un día para otro que, reitero, viene 
funcionando así por décadas. 


La otra cuestión que queremos plantear, hablando con mucha sinceridad, es la que tiene que ver con el punto 
que el señor Diputado Hackenbruch Legnani tocó, que vale la pena aclarar, que es la aspiración de que a 
igual tarea se dé igual remuneración cuando estamos comparando derecho público con derecho privado. Esto 
es, si por un lado queremos que una colonia de vacaciones tenga el menor costo posible para el Estado, 
tenemos que plantear un funcionamiento en un régimen que no la coloque en desventaja con respecto a sus 
competidores. El Parque de Vacaciones no puede pagar sueldos de hotelería asimilándolos a los que se 
cobran en una empresa pública que abarca el sector eléctrico porque terminaría pagando el doble o el triple 


de los laudos establecidos en el resto del sector, sobre todo en el sector servicios, donde el componente 
salarial juega una parte muy importante en la composición de los costos. Esto, al menos, no es compatible 
con el otro objetivo, es decir, con el de ir tendiendo a que en el Parque se logre nuevamente un equilibrio. 
Entonces, hay que ir buscando un camino prudente de rebaja de costos que respete los derechos adquiridos; 
lo primero se logra haciendo contrataciones que respeten los laudos, haciendo promoción y ampliando la 
participación de visitantes privados que pagan tarifas no subsidiadas. Sabemos que va a llevar un tiempo 
recorrer ese camino, pero la Fundación fue la forma jurídica de hacer una promoción a fin de que el Parque 
tienda al equilibrio. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Aquí se ha dicho que hay 505 hectáreas y quisiera saber si en 
su totalidad están orientadas al aspecto turístico o si en ese modelo de gestión puede haber otras 
actividades turísticas o no, que abaraten el funcionamiento. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- Buena parte de esas hectáreas se dedican a recreación, 
esparcimiento, paseos, etcétera. Sería muy difícil utilizar las 505 hectáreas en tareas tradicionales de 
nuestro sector agropecuario porque hay sierras y lugares quebrados. 


Sí tenemos una forestación muy importante y no solo de la que hoy es tradicional, como el eucalipto y el 
pino, puesto que hay muchas especies exóticas, producto del esfuerzo de sucesivos funcionarios y directivos 
que han traído semillas y plantitas. Hoy tenemos montes riquísimos que están en explotación. Para que 
tengan una idea, toda la energía no eléctrica que se consume en el Parque de Vacaciones proviene de las 
calderas de vapor que queman leña, que sale de los montes propios. También hay madera que se vende y 
especies de valor para ser usadas, no como leña, sino como tabla. 


Asimismo, hay actividades productivas vinculadas con los consumos del Parque, como por ejemplo la cría de 
cerdos; parte de la ración que estos consumen se cosecha en el Parque. 


Con respecto al tambo, podemos decir que el forraje para las vacas lecheras sale también del Parque. 
Si bien se compran algunos insumos para las aves que allí se crían, la ración es propia. 


Por último, hay huerta y frutales; la gran mayoría de los vegetales que se consumen proviene de las huertas 
propias y de invernaderos. Hay partes que no están aprovechadas, debido a las características del suelo, 
etcétera. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- ¿Se ha estudiado la posibilidad de explotar la minería? 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- Buena parte de los terrenos donde está emplazado el Parque de 
Vacaciones no fue comprada por UTE con esta finalidad específica, sino que los terrenos se compraron 
a fines de la década del treinta y comienzos de la del cuarenta para efectuar explotaciones mineras. No 
olvidemos que UTE tenía antes la concesión de explotaciones mineras en todo el país. Allí hay mina de 
manganeso, que hoy es una galería y no se usa y se puede recorrer. También está la dolomita; la que 
era procesada en la planta de Mina Valencia provenía de terrenos del Parque de Vacaciones. También 
se extraía cobre, de lo que hoy es alguna mina abandonada. En algún momento se llegó a sacar oro. 
Tengo una referencia histórica del año 1935, según la cual se sacaron algunos kilos de oro en la zona 
del Parque en ese año. Esa actividad se fue abandonando, ya que una vez terminada la guerra cae el 
precio de los metales básicos y se vio que esa actividad no era rentable. El Parque de Vacaciones se 
edifica aprovechando esos terrenos que eran abandonados por la explotación minera. Si me preguntan 
si hoy podrían volver a ser explotados, no podría contestar porque no he hecho estudios. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me parecen satisfactorias las respuestas que se han dado. 


Entiendo que tendríamos que cotejar con la información del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la 
regularidad de las empresas que están prestando los servicios, porque eso será responsabilidad de UTE o no, 
pero hay una ley de tercerización por la que el organismo después deberá responder. Me parece importante 
que no descartemos la posibilidad de volver a conversar sobre el tema. Lamento no tener esa información y 
que eventualmente tengamos que molestarlos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Una vez que tengamos esa información enviada por Inspección, la vamos a 
enviar al propio Directorio de UTE para que cuenten con ella. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- A fines del año 2006 hubo una inspección del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social que revisó exhaustivamente toda la documentación e investigó a las personas que 
estaban trabajando; luego de dicha inspección, no se nos hizo ninguna comunicación negativa. De 
todas maneras, sé que hoy hay reclamos de trabajadores que se tramitan a través de las respectivas 
reparticiones del Ministerio; algunos de ellos terminan rebotando en el organismo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos a considerar el segundo tema por el que fue convocado el 
Directorio de UTE y que hace relación a los fleteros. Los trabajadores que se vieron afectados dieron 
como fundamento el llamado a concurso. 


SEÑOR REY.- Como hay muchas reglamentaciones y decretos, nos pareció adecuado traer una 
presentación que vamos a dejar a la Comisión, a efectos de intentar lo más rápidamente posible que los 
señores legisladores tengan un panorama de lo que estamos hablando. Nosotros nos referimos a la 
contratación del servicio de transporte mediante vehículos con chofer. En ese sentido, lo primero que 
hay que plantear es que hay un decreto del año 1994 que establece las condiciones en la contratación de 
servicios de transporte de personal. El artículo 1” de este decreto creó un régimen especial de 
contratación y en el artículo 2” se plantea que el régimen podrá ser aplicado por un organismo público 
cuando así haya sido resuelto por su ordenador primario. ¿Cuándo se aplicó concretamente en la 
UTE? El 28 de diciembre del año 2000 el Poder Ejecutivo autorizó, a través de la Resolución N” 1529, 
el procedimiento especial para la contratación de servicios de chofer, amparado en el artículo 34 del 
TOCAF. 


Entonces, ¿cuál es la realidad en la UTE? Hicimos un pequeño planteo de los cinco años anteriores a la 
aplicación del primer llamado. En ese punto ustedes podrán comprobar que básicamente se mantiene en el 
entorno de los 260, 265 vehículos con chofer; la contratación por esta vía desde el año 1998 en adelante ha 
tenido una muy pequeña variación. En octubre de 2007 -que es el último llamado- se convocaron 252 
vehículos con chofer. 


En la imagen siguiente que estamos proyectando vamos a ver algo que para nosotros es de capital 
importancia. ¿Por qué el llamado? Entre otras cosas porque antes del primer procedimiento -que fue en el año 
2004- hubo veinticinco observaciones del Tribunal de Cuentas. O sea que durante veinticinco oportunidades 
fue observado el organismo por incumplir. Entonces, lo que se hizo fue darle cumplimiento a algo que 
durante veinticinco oportunidades sistemáticamente no se hizo. Estamos diciendo que hubo contrataciones 
directas sin ningún proceso de selección ni de licitación, lo que se corrigió en el año 2004. 


Nos parece que es importante contextualizar eso. 


En la reseña que hacemos de cuál es el procedimiento especial del artículo 34, señalamos un dictamen 
favorable del Tribunal de Cuentas del 25 de octubre de 2000, autorizado por la Resolución N* 1529 del Poder 
Ejecutivo, también del año 2000, y reglamentado a través de una Resolución del 25 de abril de 2002, y el 
Tribunal de Cuentas, por Resolución del 30 de octubre, dictamina que el procedimiento se basa en los 
principios de publicidad e igualdad de los oferentes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del 
TOCAF. O sea que finalmente, luego de tantas observaciones, se cumple con una disposición, observada en 
tantas ocasiones por el Tribunal de Cuentas. 


Ahora bien, ¿cuáles son las características? UTE convoca a los interesados mediante publicaciones durante 
cinco días en el Diario Oficial y, por lo menos, dos periódicos de circulación nacional. Se hace lo que 
llamamos "sorteo calificado"; ahora veremos algunos ejemplos sencillos para comprender sus características. 
Obviamente, se hace por las necesidades que se tiene, según las zonas en las que geográficamente está 
dividida la actividad en la UTE: zona Norte del país, que comprende desde el Río Negro hacia el norte; zona 
Oeste, que comprende San José, Colonia, Durazno, Flores y Soriano; zona Este, que comprende Treinta y 
Tres, Rocha, Cerro Largo y Lavalleja, y la zona Centro, que comprende Canelones, Florida y Montevideo. 
Según la zona, se relevan los requerimientos y con eso se hace el llamado. El plazo es de dos años, con 
opción a uno más. 


El último episodio, que es el decreto que precede al llamado actual -aquí nos queremos detener-, refiere a un 
decreto del Poder Ejecutivo del 20 de noviembre de 2006. Reitero que sé que a veces es aburrido, pero vale la 
pena releer el decreto, porque la lectura establece claramente que este era el procedimiento que debía hacer 
UTE. ¿Por qué? Porque establece que se faculta a la Administración Central, a los Entes Autónomos, 
Servicios Descentralizados y al Gobierno Departamental, en oportunidad de procesos -escuchen bien-, por 
primera vez, a aplicar el decreto de 1994. Este no es el caso de UTE, que ya lo había aplicado en el año 2004. 
Es decir que excluía a la UTE de esta excepción que plantea el decreto del 20 de noviembre de 2004. Desde 
el punto de vista legal, además de que nosotros compartimos el método de que se haga el llamado público y 
la licitación, el decreto habilitaba a hacer una excepción a aquellos organismos que no lo hubieran 
implementado, pero no es el caso de UTE, que ya lo había implementado en el año 2004. Por lo tanto, desde 
el punto de vista legal no había otra forma que recurrir al mecanismo de licitación, que -reitero- además 
comparte el Directorio de UTE. 


Es bueno que sepamos compartir con los señores Diputados que, básicamente, existen tres formas distintas - 
podríamos hacer una discriminación mayor- de contratación de la flota de UTE. ¿Cuáles son esas formas? 
UTE tiene flota propia, tiene flota por "renting" -en algunos servicios- y tiene esta modalidad, que es el 
vehículo con chofer. En la flota propia y en la de "renting" quien conduce es funcionario de UTE y en esta 
otra opción se trata de un vehículo con chofer. Estas tres modalidades se asignan según un informe técnico y 
un estudio que establece para qué actividad es la modalidad más conveniente. Está demostrado que la flota 
propia es más conveniente para algunas actividades, que la flota con chofer es la más rentable para otras 
actividades y que el mecanismo de "renting" es el que más se adapta para otras de las distintas actividades 
que tiene UTE en su vasta gama de prestar servicios. 


Entonces, el procedimiento por el cual hacemos ahora la contratación particular consiste en que las unidades 
usuarias expresan a una Comisión -que termina luego armando los pliegos- cuáles son sus necesidades en 
función de lo que explicaba -dentro de la gama posible de vehículos con chofer cuántas necesitan- y se 
realiza el sorteo para cada zona. 


Lamentablemente, el tamaño de la pantalla no permite ver los números en forma adecuada -reitero que este 
material quedará a disposición de los señores Diputados-, pero se plantea una planilla en la que se establece 
cómo se combinan distintos factores. Por eso, lo llamamos "sorteo calificado"; no todos participan con las 
mismas condiciones. Según la antigúedad del fletero o la antigiedad del vehículo se participa con una mayor 
cantidad de chances a la hora del sorteo. Establecimos tres o cuatro ejemplos que nos permitieran ver las 
características de un sorteo calificado. Un interesado con un vehículo del año 2005 y con quince años de 
antigiiedad -estamos hablando siempre de la antigúedad como fletero en UTE- califica con 13 puntos; es 
decir, participa con trece chances en el sorteo. Un interesado con un vehículo del año 1996 y siete años de 
antigúedad como fletero en UTE no califica, porque suma 4 puntos y, por lo tanto, tiene cero chance para el 
sorteo. Es decir, tiene que haber condiciones mínimas para que la gente pueda tener una chance. Un 
interesado con un vehículo del año 2007 que no tiene antecedentes como fletero califica con 10 puntos; por lo 
tanto, participa con diez chances en el sorteo. ¿Qué quiero decir? Entre el ejemplo tres y uno, a pesar de que 
uno tiene un vehículo más nuevo, cuando voy a compararlo con alguien que no tiene un vehículo tan nuevo, 
pero sí años de antigúedad, puntuamos más la antigúedad a la hora del sorteo calificado y participa quien 
tiene antigúedad con más chances que el que no era fletero, aunque tenga un auto último modelo. Hemos 
traído estos ejemplos, pero podríamos dar otros. 


Luego el Directorio de UTE hace el llamado con esas características, en las condiciones que acabo de 
describir, aprueba la nueva reglamentación para la prestación del servicio de vehículos con chofer y ajusta la 
tarifa básica por una paramétrica. No es menor cómo termina este episodio; reitero: un decreto de 1994, 
veinticinco observaciones del Tribunal de Cuentas, una situación corregida en el año 2004 y, finalmente, el 
Tribunal de Cuentas -traemos textualmente lo que acaba de resolver- aprueba el procedimiento que se ajusta a 
todas las disposiciones vigentes. 


En esta rápida intervención intentamos dar un panorama de la situación particular de la UTE que, reitero, es 
diferente a la de otros organismos que, al amparo del decreto de 2006, como no implementaron por primera 
vez lo establecido en el decreto de 1994, tuvieron la opción de hacer otro tipo de llamado. Jurídicamente, no 
era del caso hacerlo, porque estábamos en la situación que intentamos describir. 


Nos queda sin cubrir en el interior del país -parecería que es una información complementaria válida- seis 
camionetas doble cabina 2x4, ocho camionetas doble cabina 4x4, cuatro camiones livianos doble cabina y 
dos camiones superlivianos doble cabina. O sea que, a pesar de esto, quedan estos servicios sin cubrir. Esa es 
la realidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la claridad del planteo. 


Solicitamos que entreguen a la Secretaría de la Comisión la documentación a la que hicieron referencia para 
poder adjuntarla a la versión taquigráfica. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Quiero dar una opinión. En lo personal, no comparto el 
análisis del decreto que hizo el señor Rey. Lo leía mientras hacía el análisis y creo que UTE tiene la 
facultad de utilizarlo. El decreto lo faculta; si quiere, puede no usarlo, pero si desea, puede usarlo. No 
establece que no lo puede usar. Esa es mi opinión o mi lectura. 


Con respecto al planteamiento que se hizo, quiero hacer una consulta. Deseo saber cuántos vehículos tienen 
contratados por la modalidad de "renting" y si se trata de una sola arrendadora o de varias. 


SEÑOR REY.- No tenemos aquí las cifras. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANLI.- Solicitamos que nos las faciliten luego, fundamentalmente con 
relación a cuántos vehículos son, a cuántas empresas se contrató y cuál fue el proceso de alquiler. 


Creo que el tema central de la convocatoria de hoy con relación a este tema tiene que ver con algunas 
personas que estuvieron trabajando con el servicio de fleteros durante muchos años y no tuvieron la 
posibilidad de quedar en el organismo. Se trata de personas que, quizás, durante muchos años prestaron ese 
servicio y hoy tienen 50, 55 o 60 años y no tuvieron la posibilidad de salir sorteados. Indudablemente, sienten 
que después de haber dado lo mejor de sí a UTE durante mucho tiempo, equivocados o no, hoy quedaron 
afuera. Básicamente, mi pregunta consiste en si hay alguna posibilidad de que a ese grupo de fleteros que 
quedó fuera del sorteo se le pueda aplicar este decreto, si queda una puerta abierta para que esas personas que 
necesitan el trabajo puedan estar. 


Por otra parte, quiero saber si el 2 de octubre hubo un llamado para adjudicar las vacantes que fueron 
quedando y si en ese llamado se cumplió la comunicación a los interesados, si hubo llamado público, si se 
publicó en la prensa, y si se permitió participar a personas que no hubieran sido anotadas previamente. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero hacer una precisión. Podemos leer el decreto de la siguiente manera: 
"Facúltase a la Administración Central, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Gobiernos 
Departamentales a contratar directamente por única vez". Esa sería una autorización genérica, válida 
para todos los casos. Pero nos olvidamos de un complemento de circunstancia, que es el que establece 
cuándo se puede hacer eso; no se puede hacer de manera ilimitada. Leído correctamente, ¿cuál es la 
condición? En oportunidad de procederse por primera vez a aplicarse el decreto. Entonces, si leemos 
correctamente el decreto, UTE no está autorizado a aplicarlo porque no lo está aplicando por primera 
vez, sino por vigésima sexta, al tenor de las veinticinco observaciones anteriores. En consecuencia, la 
facultad no la tiene. De todas maneras, sería una facultad y estaría al libre arbitrio de la 
Administración aplicarlo o no. Pero no la tiene. Por lo tanto, me parece que el procedimiento ha sido 
de una limpidez total y lo que ha hecho es, precisamente, regular situaciones que, por lo menos, tenían 
un halo de algo no demasiado claro desde el punto de vista jurídico. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Los señores Diputados Pablo Abdala, Iturralde Viñas y Hackenbruch 
Legnani han pedido la palabra; les recuerdo que está esperando para entrar el Directorio de la 
Administración Nacional de Correos. SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero hacer una consulta sobre 
un aspecto en particular -que seguramente fue mencionado-, que tiene que ver con la forma en que 
haya sido contemplada la antigiedad; en ese sentido creo el Director Rey hizo alguna mención. 
Supuestamente, estamos frente a un sistema que toma el sorteo como elemento principal o definitorio, 
por una razón de equidad o de igualdad de oportunidades. Sin perjuicio de ello, quiero decir que el 


Director Rey mencionó al pasar que la antigiedad también se contempla. Entonces, me gustaría saber 
cómo se atan, se compensan o combinan esas dos cosas, si con un análisis previo, con una especie de 
preselección o precalificación o con un agrupamiento o categorización en función de los años de 
servicio, y después se procede al sorteo. Me parece que ese es un aspecto medular y me gustaría que se 
vertiera algún concepto adicional. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- En primer lugar, quiero decir que tomé contacto con este tema cuando 
llegué a la Comisión; no sabía que esta temática también estaba incluida, y no la conozco. Solo sé lo 
que he podido leer durante mi permanencia en esta Sala. De todos modos, quiero adelantar que creo 
que la interpretación dada por el señor Diputado Orrico no obedece al espíritu del decreto. Tampoco sé 
quiénes son los damnificados, ya que desconozco el tema, pero quiero decir que debemos buscar una 
solución porque debe haber mucha gente rehén de esas situaciones irregulares. Pienso que si vamos a 
revisar todos los contratos que se dieron en forma irregular, deberemos retrotraernos mucho tiempo 
atrás. Por lo tanto, creo que la gente no puede ser rehén de las irregularidades cometidas por la 
Administración, más allá de cuál sea la que las haya cometido. Entonces, me gustaría buscar alguna 
forma para solucionar este tema -si es posible-, obviamente, sin vulnerar el Estado de derecho. Sé que 
han realizado una serie de denuncias -sobre las cuales no voy a hacer referencia alguna- y me parece 
que deberíamos tratar que este problema no sea similar al de los guardahilos de ANTEL. No queremos 
que ese tema se convierta en una bandera por la que nosotros empecemos a enfrentarnos con la 
Administración, que no quiere renovar determinados contratos, mientras otros reclaman que el sujeto 
pasivo de ese contrato, es decir, el trabajador que ha realizado sus funciones en una situación irregular, 
pueda mantener sus derechos. Esa es mi posición: no quiero generar nuevos guardahílos. Me parece 
que estos temas no son como para hacer una batalla, pero si determinadas personas plantean que han 
trabajado durante tantos años en forma irregular y no han tenido problemas, quiero invitar a la 
Administración, por lo menos, a reflexionar acerca de si podemos buscar alguna solución. 


SEÑORA BIANCHI. Si no entendí mal, de acuerdo con lo que los señores invitados han expresado, 
esta no es la primera vez que se realiza un sorteo, sino la segunda. Además, la Administración pasada 
también realizó algunos sorteos. Por lo tanto, en esta oportunidad como en las anteriores, algunas de 
las personas que se presentaron deben haber sido seleccionadas y otras no. Además, de acuerdo con el 
espíritu planteado, ustedes intentaron que el sorteo fuera una forma transparente de selección de 
personal, contratado específicamente para realizar la tarea de fleteros. Quiero señalar esto para que el 
tema no tome una magnitud distinta a la que efectivamente tiene, más allá de que no voy a dejar de 
lado la situación de las personas que han venido a conversar con nosotros a quienes, como a cualquier 
trabajador de este país, no poder renovar un contrato les genera complicaciones. 


También entiendo, de acuerdo con lo que ustedes nos explicaron con relación a esta situación y a la anterior, 
que hay un tema de buena administración referente a los recursos del Estado, que están en los principios que 
ustedes establecieron. Simplemente quería plantear esto. 


Por otro lado, si bien no me opongo a que se puedan estudiar alternativas, creo que debe quedar muy claro 
que estas decisiones están basadas en determinados objetivos, que en este caso competen a UTE, pero que en 
general están vinculados con la Administración Pública. 


SEÑOR SOUTO.- Quedó muy claro que en el llamado a concurso, como muy bien interpretó el señor 
Diputado Orrico, hubo una total transparencia. Eso es lo primero que se debe marcar y debe quedar 
en la versión taquigráfica. No quiero entrar en polémica -no me gustan mucho las comparaciones-, 
pero en este país hubo muchos "guardahílos" durante muchos años. 


Por otro lado, quisiera saber -teniendo en cuenta la transparencia con la que se ha manejado esta 
Administración- si hay posibilidades de que los funcionarios que trabajaron durante muchos años después de 
haber ingresado por concurso y de acuerdo con las reglamentaciones del Poder Ejecutivo y hoy quedaron en 
una lista de suplentes, por supuesto, teniendo en cuenta las normativas vigentes, solucionen su situación. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Comparto el planteo realizado por el señor Diputado Souto, ya que es 
similar al mío, pero no alcancé a comprender qué era lo que compartía de la exposición del señor 
Diputado Orrico. 


SEÑOR SOUTO.- El señor Diputado Hackenbruch Legnani interpretó el decreto de cierta forma, y el 
señor Diputado Orrico lo hizo de manera contraria. Lo que dije es que apoyo la interpretación 
realizada por el señor Diputado Orrico. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- No quiero entrar en polémica con el señor Diputado Orrico 
que, indudablemente, conoce bastante más que yo de temas jurídicos, aunque estoy tratando de dejar 
de ser burro. Unamuno decía que el burro deja de ser burro cuando se reconoce como tal. 


Primero deberíamos hablar del espíritu de la norma, pero el decreto es muy claro y dice: "por única vez a 
partir de ese momento". Las leyes y los decretos no son retroactivos y este decreto dice: "por única vez" y a 
partir de ahora. Si hubo veinticinco observaciones del Tribunal de Cuentas no importa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia solicita a los Directores de UTE que después de que el señor 
Diputado Hackenbruch Legnani termine su planteo, lean el decreto en su totalidad. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Como se está hablando del llamado a concurso que se realizó 
el 2 de octubre, quisiera consultar acerca de las condiciones y saber si se cumplieron todos los 
requisitos. 


Con respecto al decreto, mantengo la misma posición; aunque reconozco mi falta de idoneidad y capacidad 
en el tema, para mí sigue quedando claro: este decreto fue implementado -así como en su momento en el 
Presupuesto votamos un artículo para tratar de solucionar un montón de conflictos que se están produciendo 
hoy en día- no solo para solucionar los problemas de OSE, sino de todos los organismos descentralizados. Lo 
que pasó en las anteriores observaciones del Tribunal de Cuentas o en las anteriores contrataciones directas 
son temas del pasado; esto es a partir de este decreto del Poder Ejecutivo. También entiendo que el organismo 
no tiene la obligación de hacer uso de esa facultad. Si bien el decreto lo faculta, y este no quiere hacer uso de 
esa facultad, no tiene por qué hacerlo. De todos modos, desde mi humilde punto de vista, tiene esa facultad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicitamos al Directorio de UTE que lea el decreto, si hace referencia a él. 
Si no es así, por supuesto, se dará lectura por parte de Secretaría. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- En primer lugar, quiero decir que en una de las transparencias que 
mostramos se vio una matriz, un cuadro de doble entrada, en el cual, por un lado, se punteaba la 
antigúedad del vehículo y, por otro, los antecedentes como fletero en años. En ese cuadro, en la abscisa 
estaban los antecedentes como fleteros en años, con valores crecientes, y la antigitedad del vehículo en 
las ordenadas, que es decreciente. Quiere decir que cuantos más años tiene el vehículo menor es la 
puntuación. La combinación de esos dos factores, mediante una función, da una puntuación, un 
número, que se aplica en cada casillero. Pero existe una limitante, ya que se estableció que el puntaje 
mínimo para calificar en el sorteo debía ser de cinco puntos. En el cuadro que vimos en la 
transparencia, una zona estaba verdosa y otra blanca; los que estaban en esta última eran los que 
quedaban fuera. 


Quiero aclarar que los puntos constituyen las posibilidades que tiene cada uno de los fleteros, es decir, el 
número de bolillas que cada uno de ellos va a tener en el bolillero. Por lo tanto, una persona que tiene un 
vehículo nuevo y muchos años de experiencia en UTE como fletero, tiene muchas más chances que otro que 
tiene un vehículo viejo y no tiene experiencia. Por supuesto, después se debe realizar el sorteo, y si bien 
alguien puede tener cien bolillas en el bolillero y otro una, puede salir sorteado el que tenga una, porque ahí 
entra en juego la aleatoriedad que tienen los grandes números. Es un tema estadístico. Entonces, de esta 
manera se explica cómo se hace el sorteo calificado. 


¿Por qué UTE decidió hacer el sorteo de esta manera? Porque si bien éramos conscientes de que teníamos la 
facultad de adoptar el decreto, fuimos más allá de eso y pensamos que la tendríamos si fuéramos a hacer el 
sorteo por primera vez, cosa que no es así. Digo esto porque la Administración ya había realizado uno; esa 
fue la interpretación que hizo la sección Jurídica de UTE. En el decreto se establece que en oportunidad de 
producirse por primera vez, se faculta al organismo a aplicar el decreto de 1994 y a contratar directamente, 
por única vez, por un plazo de dos años. En 2004 en UTE se había hecho un sorteo, o sea que no es la 


primera vez que se aplica este procedimiento. Por lo tanto, interpretamos que el decreto no nos facultaba 
siquiera a realizar un procedimiento distinto. De todos modos, si teníamos la facultad, podíamos optar por 
hacerlo o no. 


En cuanto a las situaciones que no quedan contempladas, seguramente los señores Diputados habrán recibido 
-en oportunidad en que una cantidad de fleteros vinieron a hacer ciertas denuncias o manifestaciones de 
inconformismo con la aplicación del sorteo- una cantidad muy grande de reclamos. Quiero dejar constancia 
de que la mayor parte de los reclamos presentados, en la medida en que eran atendibles dentro del marco de 
la normativa vigente, fueron resueltos. Luego voy a cederle la palabra a la contadora Susana Ramos para que 
se refiera al tema. Si bien no vamos a mencionar nombres y apellidos, porque sería muy tedioso, podemos 
mencionar cuántas situaciones conflictivas se plantearon, cómo se resolvieron y cuántas quedan sin resolver, 
que son muy pocas. A eso me quiero referir. 


Algunos señores Diputados, con su espíritu colaborador, hablaron de arbitrar alguna solución para los 
problemas humanos, ya que desde el punto de vista legal está claramente definido que se ha actuado con 
corrección en este procedimiento. En ese sentido quiero señalar que en la medida en que no se vulneren los 
reales derechos que tiene UTE para establecer las categorías y las zonas en las deben salir los tipos de 
vehículos que necesitamos en cada una de ellas, estamos dispuestos a recibir sugerencias para encontrar 
mecanismos que nos permitan solucionar los problemas planteados. Me explico. Si en Artigas necesitamos 
camiones, no vamos a aceptar hacer un procedimiento que nos permita seleccionar camionetas o autos de 
paseo. Respetando eso, con un margen de tolerancia, por supuesto que estamos dispuestos a recibir 
mecanismos que nos permitan solucionar los problemas. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Esa era un poco la respuesta que estábamos esperando. Nadie 
dice que se fuerce a UTE a contratar servicios que no necesita. Creemos que la respuesta que se está 
dando va en línea con el espíritu que tiene la Comisión en cuanto a que esas situaciones -que no 
significa que ustedes hayan actuado fuera de derecho- se vayan atendiendo desde el punto de vista 
humano. 


SEÑOR DE AURRECOECHEA.- Una segunda condición que creo es legítimo determinar es que no 
nos coloquemos en situaciones en las que se generen derechos de terceros a reclamar por aplicación de 
un procedimiento que viola los criterios establecidos en el pliego de condiciones y en los comunicados 
de prensa efectuados. La experiencia de la Administración pública en materia de la industria del 
reclamo es muy grande cuando hay algún apartamiento de condiciones previamente establecidas. 


Se deben respetar dos condiciones: no forzar situaciones que distorsionen nuestros mecanismos de eficiencia 
en materia de contratación de vehículos y, sin violentar las normas establecidas en este tipo de contrataciones, 
estamos dispuestos a buscar la solución del caso. 


A continuación, la contadora podrá hacer un balance de las situaciones conflictivas que se han presentado, 
cómo se han resuelto y cuántas nos quedan por resolver. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicitamos que nos proporcionen la información y la documentación que 
tienen para poder utilizarlas en el momento en que se trate el tema. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANLI.- Quedará por parte de la Comisión ver cómo puede acercar 
posiciones sin violentar la normativa de UTE ni las reglas de juego que se han planteado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recordamos a la señora contadora que, fundamentalmente, los 
trabajadores plantearon un recurso que se había interpuesto al llamado a concurso. Quisiéramos saber 
quiénes están afectados al día de hoy y qué camino ha tenido el recurso. 


SEÑORA TORRES.- Se plantearon tres recursos firmados y el total de recurrentes es de 42 personas, 
en un universo de alrededor de 450 inscriptos para el sorteo. 


Del total de recurrentes -42 personas-, 30 quedaron sorteados en forma titular, 9 como suplentes, dos no 
calificaron, es decir que no salió su bolilla, y para una persona, la necesidad que planteó UTE no coincidía 


con el vehículo con el que estaba inscripta. En definitiva, se trata de tres personas, de tres realidades y para 
ellos, obviamente, se trata del 100% de su problema. 


En cuanto al camino que siguieron todos estos recursos, hay que señalar que todos estos contratos vencían el 
30 de setiembre, es decir que el 1” de octubre UTE quedaba sin cobertura de ese servicio. Por lo tanto, 
amparándonos en las facultades que da el artículo 62 del TOCAF, referido a la normativa de compras, y 
expresando que la no continuidad del servicio acarrearía graves perjuicios o traería serios problemas, el 
Directorio de UTE, en su facultad como ordenador primario, procede a levantar el efecto suspensivo que 
tienen los recursos que colocan a las negociaciones congeladas hasta que se resuelven. De esta forma, 
continuamos adelante con los contratos. Ello no significa que el Directorio de UTE haya tomado posición 
con respecto al fondo del recurso, es decir, si asistía razón o no a los recurrentes, lo cual se está tramitando 
por la vía legal, donde se está estudiando el fondo del recurso. Eso fue lo que permitió que UTE siguiera 
adelante con los contratos que se habían firmado. 


El 6 y el 7 de setiembre se sortearon 252 necesidades y quedaron sin cubrir 20 necesidades, que son todas del 
interior: 6 de camionetas 2x4, 8 de camionetas 4x4, 4 de camión liviano doble cabina y 2 de super liviano 
doble cabina. En realidad, esto no coincide con quienes están recurriendo que, básicamente, son casi todos de 
Montevideo y presentan automóviles. UTE tiene necesidades para el interior y de un tipo de vehículo 
bastante diferente. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quisiera saber qué cantidad de personas estaba trabajando en el 
régimen anterior, que han quedado afuera y que están reclamando ahora, aunque no con recurso. Creo 
que quienes tenían contrato -según figuraba en algún memorándum que me alcanzaron- son siete; 
¿puede ser? 


SEÑORA TORRES.- Lo que puedo decir con certeza es que dos de las personas que estaban 
trabajando no salieron sorteadas, una persona no calificó porque el vehículo no se adaptaba a las 
necesidades de UTE y nueve quedaron como suplentes. A modo anecdótico, puedo señalar que en el 
procedimiento anterior, en los contratos que teníamos de 2004, prácticamente todos los suplentes a lo 
largo de los tres años prestaron servicios y fueron convocados para trabajar. Evidentemente, al día de 
hoy eso no es una certeza, por lo que no se le puede decir que así será efectivamente. 


SEÑOR REY.- Si la Comisión lo entiende prudente y como planteó el ingeniero De Aurrecoechea, 
podríamos dejar en suspenso la asignación de esto que quedó pendiente a la búsqueda de una solución. 
En eso nos queremos concentrar. Para nosotros se trata de un tema jurídico muy claro. Los informes 
jurídicos de UTE -más allá de que aquí se ha debatido- son claros, en el sentido de que hacer algo 
diferente requiere de un instrumento legal que hoy no tenemos. A eso se refería el ingeniero De 
Aurrecoechea cuando planteaba que por la vía de la solución a temas humanos que todos compartimos 
no se deben generar transgresiones a la reglamentación vigente que después se tengan que pagar con 
juicios al Estado. 


Como toda interpretación, esto es opinable. Jurídicamente, UTE ha opinado que el decreto no dejaba ninguna 
oportunidad de no aplicar el decreto de 1994 porque ya había sido aplicado por primera vez como establece 
el de 2006. Por lo tanto, de entender la Comisión que hay posibilidades de buscar una solución, se requeriría 
de un instrumento legal. Entonces, nosotros necesitamos saber si eso es posible y si para facilitar una 
solución ustedes ven prudente que dejemos sin asignar lo que está; de lo contrario, continuaremos con el 
procedimiento que está establecido. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Agradezco el planteo. Me gustaría estudiarlo un poco más 
jurídicamente y mantenernos en contacto. Sin perjuicio de ello, me parece que no pueden dejar esto en 
suspenso porque, entonces, supongo que no podrían funcionar. 


El señor Diputado Orrico decía que hay un arbitrio, y arbitrio quiere decir arbitrariedad; yo creo que lo que 
hay es discrecionalidad, que no es lo mismo que arbitrariedad. En todo caso, hay discrecionalidad y no 
arbitrariedad. De antemano, me parece que son dos criterios administrativos diferentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión quisiera contar con el informe jurídico de la administración 
para tenerlo cuando tratemos el tema en términos generales. Así nos podremos formar una opinión. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Creemos que la función la tienen que seguir cumpliendo. 
Busquemos el camino del medio que, con buena voluntad, siempre se alcanza. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos al Directorio de UTE el planteo realizado y la documentación 
que nos ha proporcionado. 


(Se retiran de Sala las autoridades del Directorio de UTE). 
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(Ingresa a Sala una delegación del Directorio de la Administración Nacional de Correos) 


SEÑOR PRESIDENTE (Iturralde Viñas).- La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto 
en recibir a una delegación del Directorio de la Administración Nacional de Correos, integrada por el 
Vicepresidente, señor Julio Vieytes, la Gerente del Área Recursos, contadora Stella Rivas y la asesora, 
doctora Stella Justo. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- El gremio de la institución que presiden estuvo en la Comisión 
haciendo una serie de planteamientos. Como los hicimos esperar mucho tiempo para ingresar a Sala, 


propongo que se consideren los temas concretos que se plantearon en la carta que el sindicato hizo 
llegar a todos los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese lectura a la carta enviada por el sindicato de la Administración 
Nacional de Correos. 


(Se lee:) 
SEÑOR VIEYTES.- ¿Cuál es la fecha de la nota? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La carta es del 2 de octubre de 2007. 


SEÑOR VIEYTES.- Es decir, el mismo día de la reunión con la Comisión. Varios de esos puntos 
figuran en la versión taquigráfica de la sesión de la Comisión que se nos enviara. 


Cuando asumimos esta Administración, las condiciones en que encontramos al Correo dejaban un tanto que 
desear en varios aspectos, y el económico es uno de ellos. En ese sentido, hemos traído el informe del 
Proyecto Integral de Desarrollo y Reforma Postal para dar más elementos. 


El primer punto a considerar es el déficit del Correo y el fuerte subsidio que recibe, de $ 236:600.000 al año. 
Cuando el Proyecto Integral de Desarrollo y Reforma Postal hace una evaluación del mercado postal y 
analiza el Correo Nacional y los correos privados, llega a un punto clave: hay un 54% de autodistribución, 
que refiere a las facturas públicas -tema muy comentado; en general, es una de las preguntas más frecuentes a 
las autoridades del Correo-; de los 95:000.000 de piezas traficadas en el año, el Correo solamente toma 
22:000.000 o 23:000.000, y otro tanto los 153 correos privados que había hasta hace un tiempo, porque a 
partir de las exigencias que planteó la URSEC quedaron 114. En un cálculo aproximado podemos decir que 
si nosotros distribuyéramos la mitad de las facturas públicas, el Correo dejaría de percibir el subsidio que hoy 
recibe, salvo la parte que le corresponde por tener a su cargo el Servicio Postal Universal. 


Recibimos el Correo con importantes deudas con proveedores, pero fuimos haciendo distintos acuerdos y 
poniéndonos al día. De cualquier manera, si no vamos solucionando estas cosas que acabo de mencionar, es 
difícil que deje de ser subsidiado. Quizás estuvieran al tanto de la situación, pero quería informar estas cifras 
concretas a las que arriban los expertos de la Unión Postal Universal en cuanto a la evaluación del mercado 
postal uruguayo. 


En cuanto a lo del doctor Jubín, me gustaría que la contadora Rivas informara cómo hemos ido actuando. 


SEÑORA RIVAS.- Estoy a cargo de la Gerencia del Área de Recursos del Correo y, por lo tanto, al 
frente de todos los recursos financieros, humanos y materiales. 


El planteo concreto que hace el sindicato con respecto a este funcionario refiere a que es una persona que 
concurre al Correo, marca tarjeta y se retira a realizar un trabajo privado. En la versión taquigráfica de la 
sesión del 2 de octubre pudimos apreciar que el sindicato también hace referencia a una serie de medidas que 
tomó el Directorio con respecto a esta persona que desempeñaba el cargo de Secretario General. Me refiero a 
la reducción salarial, a la suspensión de la entrega de vales de nafta y a la asignación de la tarea de asesor del 
Directorio. Es decir que dejó de subrogar el cargo de Secretario General. En estos últimos tiempos se ha 
hecho un control estricto de la asistencia de este funcionario. Fue observado verbalmente por 
incumplimiento. Ante la reiteración de la falta, hace algunos días fue observado en forma escrita. En este 
momento, el funcionario ha presentado un recurso solicitando la revocación de la observación escrita, que 
está en la sección jurídica del Correo. 


Es decir que al igual que se hace con todos los funcionarios cuando se detecta una falta, en este caso se han 
seguido todos los mecanismos de observación y de sanciones graduales establecidos legalmente. 


También es importante destacar que antes de que asumiera este Directorio este funcionario no tenía tarjeta 
para marcar asistencia, o sea que tenía entrada y salida libre. Una de las primeras medidas que impuso el 
Directorio fue que tenía la obligación de marcar asistencia, al igual que el resto de los funcionarios. Esto es lo 
que hoy nos permite saber si marca o no marca; de lo contrario, sería imposible hacer un control. 


Otro punto a tratar era el pago de alquileres y de proveedores. Debo decir que no traje información en este 
sentido. Luego les voy a hacer llegar los datos con respecto a la antigiledad de las deudas del Correo. 


Como comentaba el señor Vicepresidente, cuando en el año 2005 asumió el Directorio, la situación financiera 
era bastante complicada. Inclusive, existían grandes deudas por retenciones de sueldos que no habían sido 
vertidas a las cooperativas correspondientes. Toda esto se fue regularizando gradualmente, y hoy la situación 
es bastante diferente. Todavía existen atrasos con algunos proveedores. En algunos casos, el pago de 
alquileres tiene un atraso de dos meses. Hemos procurado no discontinuar el ciclo de pagos, pagando un mes 
cada mes, a fin de no aumentar el atraso. 


Como dije, en los próximos días les voy a hacer llegar información financiera concreta sobre la situación de 
deudas en general, porque hoy no la traje. 


SEÑORA JUSTO.- Según tengo entendido, la inquietud de los compañeros del sindicato con respecto a 
la tasa del servicio postal universal era porque no se había logrado la reglamentación de la ley que la 
impone. Cabe aclarar que la reglamentación de la ley debe nacer en la URSEC, más allá de que se 
busque conciliar con el operador público los conceptos que se van a regular, lo que trató de hacer el 
Ministerio de Educación y Cultura. En determinado momento, la URSEC presentó un proyecto de 
reglamento. Quiero darles la buena noticia de que el proyecto de decreto ya salió del Ministerio de 
Educación y Cultura, es decir que ya tiene la firma del ingeniero Brovetto. Actualmente, está en el 
Ministerio de Economía y Finanzas, para ser firmado por el contador Astori y, luego por la Presidencia 
de la República. Por lo tanto, este tema estaría saneado. 


Sin embargo, vamos a hacer un poco de historia. Lo que pasó fue que una vez que la URSEC envió el 
proyecto, el Ministerio quiso conocer la opinión del operador público. Como surgieron algunos puntos en los 
que no hubo total acuerdo, se reunieron las partes técnicas y después se elevaron las discrepancias al 
Ministerio de Educación y Cultura. Dado que las discrepancias no se pudieron sanear en su momento, el 
Correo entendió que como este era un proyecto tan importante para el país, debía tener una rápida solución, y 
s1 bien no se avino completamente a la posición de la URSEC consideró que el Ministerio debía resolver el 
asunto de la mejor manera posible. Y así fue. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Nos interesaría saber cuáles fueron los puntos del decreto 
reglamentario de la URSEC con los que el Correo no estaba de acuerdo. 


SEÑORA JUSTO.- Tengo en mi poder un resumen que me hizo llegar la sección jurídica en este 
sentido. Por ejemplo, el artículo 2” del proyecto no establecía claramente que el Correo era el que tenía 
a su cargo la prestación del servicio postal universal. Entonces, el Correo pretendía que quedara 
claramente definido que la obligación de prestar ese servicio estaba exclusivamente a cargo del 
operador público. 


Otra diferencia era que en el proyecto de decreto se preveía que la tasa debería ser reajustada de acuerdo con 
el índice de precios al consumo, pero no se establecía la periodicidad con que se iba a aplicar ese reajuste. El 
Correo proponía que se hiciera semestralmente. 


También había un artículo que disponía los costos operativos por parte de la administración del Fondo -la 
URSEC tiene determinados costos administrativos para administrarlo-, que se van a deducir del 2,5%, que es 
la tasa que se va a cobrar. El Correo pretendía que se estableciera el monto de esos costos; nuestra propuesta 
fue de un 2%. Según información extraoficial creo -no estoy segura porque no tenemos una versión oficial 
del proyecto de decreto que fue enviado al Ministerio de Economía y Finanzas- que eso se respetó. 


Asimismo, se sugirió que los operadores no solo hicieran una declaración jurada sino que también aportaran 
documentación que avalara la información declarada. La propuesta de la URSEC era pedir solo una 
declaración jurada a los operadores privados. Todos sabemos que el Correo tiene muchísima competencia; 
actualmente hay 114 operadores privados. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- De lo dicho se desprende que el Correo no conoce 
exactamente el texto del decreto reglamentario. 


SEÑORA JUSTO.- Es así. 


SEÑOR VIEYTES.- Cuando este tema se estaba dilucidando, intervino el señor Subsecretario de 
Educación y Cultura, doctor Felipe Michelini. Hablamos telefónicamente y hubo un acuerdo en los 
puntos a que hizo referencia la doctora Justo. Por lo tanto, para nosotros eso fue lo definitivo. No 
vimos la redacción final pero entendemos que hubo total acuerdo en esos puntos. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Voy a hacer algunas reflexiones. 


En el comienzo se planteó un problema sumamente interesante: la distribución de las facturas del Estado por 
parte del Correo. En este punto uno se hace diferentes preguntas. La primera, totalmente lógica, es: ¿el 
Estado uruguayo debe tener un correo propio? La respuesta surge sola: sí. 


En cuanto al funcionamiento, ha habido cambios en la conducta de las personas. Obviamente, hoy no se 
envían tantas cartas como se hacía cincuenta, sesenta o setenta años. Las nuevas tecnologías han llevado a 
que, lamentablemente, se escriba menos. 


Por otra parte, debo decir que no me asusta el subsidio, pero el Estado debe tomar una decisión. Si vamos a 
mantener el Correo, debemos darle las herramientas necesarias. Una de ellas puede ser una ley que establezca 
la obligatoriedad de que un porcentaje -50%, o 60%- de la distribución de la correspondencia del Estado sea 
realizado por el Correo. No tiene por qué establecerse que sea el 100% de la correspondencia, sino que debe 
fijarse un porcentaje que le permita no disponer de las partidas. Actualmente las partidas le están llegando en 
forma fluida, pero sabemos que otras veces el Estado ha pasado dificultades -como en el año 2002- y no 
llegan, y al no tener recursos propios se comienza a pasar zozobras. 


Por lo tanto, apoyamos la idea de que un porcentaje -se podría analizar cuál- de las facturas y de la 
correspondencia de los organismos públicos sea distribuido en forma obligatoria por el Correo. 


Por otra parte, me parece que no tenemos que descartar la idea de que el Correo se pueda transformar en una 
red de multiservicios de diferentes organismos del Estado, tal como en la actividad privada existen empresas 
en las que se puede pagar facturas, recibir giros de dinero, etcétera. Tal vez el Correo está analizando esta 
posibilidad. Entonces, quisiera saber si el Correo está explorando otras áreas de negocios que le permitan 
reducir el subsidio que recibe. Insisto en que no me asustan los subsidios cuando es necesario mantener un 
servicio esencial para el Uruguay, pero creo que el organismo debe preferir no estar subsidiado y tener sus 
propios recursos. 


SEÑOR VIEYTES.- En cuanto a la distribución de facturas debo decir que ha habido avances 
importantes. Lentamente nos hemos hecho de algunas. Precisamente, el día viernes se firmó un 
convenio con ANTEL. Luego la doctora Justo les dará detalles en cuanto a cómo vamos a recibir las 
facturas. Este proceso no es muy acelerado pero va camino a que tengamos la totalidad de las facturas. 


Por otra parte, lo que plantea el señor Diputado Hackenbruch Legnani es muy interesante. A través de los 
años los correos en el mundo han tenido diferentes impactos, como el telégrafo y el teléfono, y han seguido 
sobreviviendo. Sin embargo, hay que transformarse. Actualmente, la paquetería es muy importante; nosotros 
tenemos un aumento muy pronunciado en este sentido. 


También quiero decir que según los parámetros que maneja la Unión Postal Universal estamos a la cabeza en 
la entrega con respecto a las exigencias de este organismo. Estamos por delante de países como Suiza, 
Austria o Estados Unidos de América. Obviamente, nuestra geografía es muy beneficiosa en este sentido. 
Quiere decir que estamos dentro de los parámetros que la Unión Postal Universal exige. 


Asimismo, me parece importante que se sepa que el proyecto integral de desarrollo y reforma postal evaluó 
que el Correo uruguayo tiene una red postal nacional muy importante para la región. ¿Qué hizo este 
Directorio? Trató de dar mayor rentabilidad social a esa red. Todos los días tenemos seis troncales que salen 
para distintos puntos del país; nosotros debemos darle volumen. De esta forma el Correo uruguayo entregó 
por el Plan de Emergencia 120.000 canastas. También entregó 3:100.000 caravanas para la trazabilidad del 
ganado. También estamos apostando al Plan Nacional de Salud Bucal Escolar, con todo el instrumental para 
las escuelas que fueron elegidas en una primera instancia y que ahora va a complementarse en una segunda. 


Asimismo, estamos trabajando en el Plan Nacional de Pesquisa Neonatal. Como sabrán los señores 
Diputados, como máximo a las cuarenta horas de nacido un bebé se le extrae una muestra de sangre del talón 
a través de la cual se pueden detectar algunas enfermedades que no son perceptibles. A los cinco días, 
nosotros llevamos la muestra de sangre en un papel secante, lo que permite detectar algunas malformaciones 
que pueden ser totalmente corregibles. Eso como aporte a la sociedad, a lo que puede ser una Red Nacional 
Postal tan importante como la que tenemos y que estaba subutilizada, porque si nosotros salimos con un 
camión a Bella Unión todos los días y eso tiene un costo muerto, yo tengo que dar a esa red, a esa puesta de 


ese camión allá, una utilidad. Esa es una parte que me parece importante destacar, porque nosotros creemos 
que era la lógica y que no estaba utilizada con plenitud. 


SEÑORA JUSTO.- En cuanto al tema facturas, se va avanzando lentamente. Durante mucho tiempo 
ha sido un tema muy sensible y el viernes pasado logramos firmar un acuerdo con ANTEL. En este 
momento, ellos tienen autodistribución. Nosotros tenemos la totalidad de las facturas de ANCEL, desde 
hace tiempo, y logramos un acuerdo con ANTEL, en el sentido de que a partir de que se van jubilando 
o renunciando los funcionarios que están haciendo esa distribución, esas facturas van pasando al 
Correo. Es una manera lenta, pero que no ocasiona fricciones. Así seguiremos avanzando y veremos la 
receptividad que tenemos en las demás empresas. 


También se avanzó bastante con las Intendencias, en cuanto al tema de facturas de impuestos. Por ejemplo, 
hemos ganado licitaciones en Salto y Rivera. 


Me parece muy importante destacar que en el acuerdo que se firmó con ANTEL previamente también se ha 
logrado un acuerdo con el sindicato, aunque no está escrito, pero ellos también han visto la necesidad de que 
el Correo recupere la confianza de los ciudadanos y de las demás empresas, que se había visto opacada 
durante estos últimos años. Además, se dio a las facturas de ANTEL -como a cualquier otra con vencimiento- 
la calidad de servicio crítico, que quiere decir que aunque existan medidas gremiales, siempre se van a 
repartir en fecha. Ese servicio está garantizado y creo que eso sí nos va a servir para poder seguir en el 
camino de conseguir el resto de las facturas. 


SEÑORA RIVAS.- Quisiera complementar parte de la información dada por el Vicepresidente y por la 
doctora con respecto a otras línea de negocio, que eran una inquietud del señor Diputado Hackenbruch 
Legnani. 


Orgánicamente, el Correo está estructurado en cuatro grandes líneas de negocios. En primer lugar, las 
comunicaciones, que básicamente son todas las cartas: personales, empresariales y de todo tipo. En segundo 
término, por otro, un área de recursos logística, que tiene que ve con el tema de paquetes y encomiendas. En 
tercer lugar, por un área de negocios de servicios electrónicos que, básicamente, tiene que ver con las 
certificaciones digitales, personales o de sitio. El Correo es hoy el único certificador de firmas digitales. En 
cuarto término, hay una línea de negocio que empezó a desarrollarse allá por el año 2002, y que tiene que ver, 
precisamente, con lo que mencionaba el señor Diputado, que es la red de cobros y de pagos. El Correo tiene 
desarrollada hoy una red nacional de cobros y pagos, como lo tienen otras empresas privada conocidas, a la 
que no se le ha podido dar la difusión por restricciones presupuestales, sobre todo en materia de publicidad, 
que deberíamos haberle dado pero, en los hechos, la red de cobros y pagos del Correo funciona hoy como la 
red de ABITAB o de Redpagos. Cobramos facturas públicas, facturas privadas, pagamos pasividades, 
vendemos tarjetas de telefonía, etcétera, en forma muy similar a las redes privadas, con un montón de 
limitaciones, sobre todo en materia de publicidad. Frecuentemente nos pasa que nos enfrentamos a gente que 
no sabe que el Correo tiene una red de ese tipo, pero la tiene desde el año 2002. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Hoy llegué tarde porque venía de Santa Rosa, que es una 
localidad donde el multiservicio del Correo lamentablemente se retrajo. Tuvo pago de pasividades y 
hoy no lo tiene. Era un servicio que allí venía muy bien, porque el jubilado iba a cobrar y ya retiraba 
cartas y correspondencia. No sabía lo de las tarjetas de ANCEL, pero es algo muy bueno, porque ahí 
cobra y ahí mismo puede gastar. Además, creo que el Correo puede vender todo ese conocimiento 
acumulado a lo largo de años del territorio nacional. Me parece que ahí puede haber otra área a 
explotar. 


Antes de recibirlos, estuvo aquí el Directorio de UTE y, entre los temas que tratamos con ellos, estuvo el 
Parque de Vacaciones UTE-ANTEL, que nos dijeron que el domingo cumple sesenta años. Quisiera 


proponerles que se hiciera un sello conmemorativo. 


SEÑOR VIEYTES.- Es bueno el aporte del señor Diputado. Sí nos solicitaron hacer el sello. 


En la versión taquigráfica leí acerca de la inquietud que tiene el señor Diputado Hackenbruch Legnani en 
cuanto a la filatelia. El señor Diputado decía que podía ser una forma para financiar los correos. Nosotros 
tuvimos que ordenar un poco la filatelia, porque responde al acervo cultural y también a los filatelistas. Hay 
indicaciones de la Unión Postal Universal acerca de no emitir muchos sellos en el año, porque eso va 
deteriorando la filatelia. Fue algo con lo que nosotros nos encontramos. Una forma de salida de estos 
acontecimientos es el tema de la marcofilia, que es el matasellos, que es algo alusivo que va sobre un sello 
que es elegido por la empresa. Es una de las formas de salida que hemos encontrado ante el gran 
requerimiento de instituciones que cumplen determinada cantidad de años que también tuvimos que ordenar 
en parámetros de veinticinco: 25, 50, 75 y 100 años, para que no fuera a los 38 o a los 42 años, porque si no 
todo eso afecta a la filatelia. Nosotros vamos a salir con un matasellos -no tengo la fecha exacta; iba a ser el 
viernes, pero creo que se postergó un poquito- por este acontecimiento que usted mencionaba. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Le agradezco muchísimo la explicación, porque uno también 
está aprendiendo. 


Me parece una salida excelente y muy bien también que se tomen criterios de no festejar los números que no 
tengan cierta relación. Cada veinticinco años me parece una medida muy inteligente, así como también 
buscar la solución de los matasellos. 


Comentaba en la otra reunión el tema de la filatelia porque tengo entendido que en Europa solamente los 
Bancos Centrales y los Correos son los que pueden emitir de alguna manera valor, porque el sello no deja de 
tener un valor. Yo sé que nuestra población de tres millones de habitantes no ayuda a tener un número 
importante de filatelistas, pero como esto sí está globalizado, creo que puede ser como un "pool" de 
soluciones que permitan que el Correo se vuelva cada vez más autosustentable. 


SEÑOR VIEYTES.- El Plan Integral de Desarrollo y Reforma Postal vino cumpliendo un cronograma 
casi exacto en una primera etapa. Quiero aclarar que esto fue visto de una muy buena forma por el 
Directorio, porque culminaría con una ley de regulación postal, cosa que hoy se está necesitando, 
porque el mercado no está regulado, y tanto públicos como privados tendrían que estar participando 
hasta en una redacción final de un proyecto de ley. 


Tengo las fechas de cuando comenzó esto. El 15 de mayo de 2006, el señor Ministro de Educación y Cultura 
aprobó la ejecución del Proyecto Integral de Desarrollo Postal, que tiene dos objetivos principales: la reforma 
del sector postal y la transformación de los servicios postales básicos. El Plan está compuesto por cuatro 
grupos de acciones enlazadas secuencialmente, que se identifican como determinación del Servicio Postal 
Universal, definición de la política sectorial, establecimiento del marco legal y modernización de servicios y 
del Correo uruguayo. 


En fecha 10 de octubre de 2006 el Ministro de Educación y Cultura encargó al Área de Relaciones y 
Proyectos Internacionales y en especial a la doctora Panambi Abadie, en calidad de Coordinadora del Plan, la 
ejecución de las etapas de "Determinación del Servicio Postal Universal", "Definición de la Política 
Sectorial" y "Establecimiento del Marco Legal". No tengo la fecha exacta, pero en determinado momento el 
Ministerio de Educación y Cultura retiró a la doctora Panambi como Coordinadora del proyecto. O sea que 
hoy este proyecto no tiene coordinador. 


En cuanto al estado de situación de la primera acción del proyecto, en un primer estudio ya se ha firmado 
contrato con el consultor seleccionado, ingeniero Alfredo Infanzón y, para el segundo proyecto, falta 
confirmar a uno de los cuatro consultores requeridos. Para el tercer estudio, correspondería iniciar gestiones 
para la selección. Al no tener coordinadora, este proyecto quedó un poco en "stand by", operando el consultor 
seleccionado para la primera acción, que es el ingeniero Alfredo Infanzón. Se está a la espera de la 
designación para el segundo proyecto, pero sería importante que este proyecto tuviera un coordinador. En 
esta etapa estamos haciendo los contactos con la OPP, que tendría que ser la que designe al coordinador, para 
que esto no quede estancado. Queremos que las etapas se vayan cumpliendo con la mayor celeridad, porque 
nosotros sabemos que la Cámara de Representantes, en un año no tendrá un funcionamiento muy regular. Se 
ha dado así en el correr de los años por el período preelectoral, y tenemos la intención de que la ley postal 
que se tiene que elaborar conjuntamente con este proyecto, llegara a tiempo para el término de esta gestión, 


que nosotros estaríamos culminando en 2010. Ese sería nuestro deseo y, como mencionaba antes, esa es la 
situación en que se encuentra el proyecto. 


SEÑORA RIVAS.- Quisiera referirme a un último punto planteado por los compañeros del sindicato, 
vinculado a la recomposición de la carrera funcional. Efectivamente, como ellos lo mencionaron y al 
igual que en la mayoría de las empresas del Estado, durante muchos años no hubo ascensos, concursos 
ni ingresos mediante llamados públicos y abiertos. 


En el Correo, el año pasado, empezamos a trabajar para recomponer la carrera funcional, realizando 
concursos y llamados públicos y abiertos en los casos en que correspondiera. Se comenzó de arriba hacia 
abajo, por las Gerencias de Área y en esa etapa todavía estamos. Hoy están en curso siete u ocho concursos 
internos para cubrir funciones de Gerentes de División. En forma paralela se empezó a trabajar en lo que 
tiene que ver con promociones y ascensos para permitir que las vacantes se produjeran en el grado más bajo y 
que así se realicen los ingresos a la función pública. 


Nosotros trajimos y les vamos a dejar, algunas resoluciones de Directorio aprobando distintas instancias de 
las que estaba mencionando, ya sea concursos internos, llamados abiertos -en lo que tiene que ver con los 
cargos de alta especialización-, integración de los Tribunales de Calificaciones como tarea previa a las 
promociones y ascensos y la designación del Tribunal de Promociones. En ese sentido estamos trabajando. 


En este momento, estamos en plena etapa de publicación de calificaciones de los últimos dos años para luego 
poder realizar el orden de prelación de la antigúedad calificada y así empezar con las promociones. Son todas 
tareas que tenemos planteadas para antes de fin de año. 


SEÑORA JUSTO.- Quería decir que este reclamo que están realizando los funcionarios de ACPU -muy 
bien ha resumido la contadora Rivas las acciones que ha tomado el Directorio durante estos dos años- 
ha generado que se promovieran muchísimas peticiones que luego se convirtieron en recursos. Hubo 
seiscientas y tantas peticiones que fueron contestadas por la Administración. De esas peticiones se 
presentaron quinientos sesenta recursos que van siendo contestados con el paso del tiempo, todos 
respecto a la recomposición de la carrera funcional. 


Aparentemente -yo lo solicité en Secretaría General- nunca se tuvo un registro de tantos recursos cuando no 
había Tribunales de Calificaciones ni llamados a concursos. Ahora que se están siguiendo los pasos 
respectivos nos llenamos de recursos; se van contestando negativamente y se van pasando al Ministerio de 
Educación y Cultura, que ya se ha expedido en alrededor de doscientos y está siendo conteste con la posición 
del Correo. 


No quería dejar de mencionar este detalle porque me parece significativo que hayan sido muchísimos los 
reclamos y, como dijo la contadora, se han dado los pasos debidos; se han llamado varias Gerencias de Áreas 
y siete Gerencias de División, se han realizado las publicaciones, se formaron los Tribunales de 
Calificaciones, se designaron los Tribunales de Promociones y se está estudiando el tema de la 
presupuestación de los funcionarios. 


SEÑOR VIEYTES.- Deseaba decirles que quedamos a las órdenes por cualquier documentación que 
necesiten. Inclusive, les podemos hacer llegar un CD con el proyecto integral de reforma postal. Se 
trata de un proyecto muy importante, donde va gran parte de la vida del Correo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las autoridades del Correo. Ha sido un gusto 
recibirlos y nos mantendremos en contacto. 


Se levanta la reunión. 
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